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I
SECCIÓN INTRODUCTORIA: PRINCIPALES DESARROLLOS RESPECTO A LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES Y MEDIDAS SUGERIDAS POR EL COMITÉ EN LAS TRES PRIMERAS RONDAS Y RESPECTO A OTRAS MEDIDAS PREVISTAS EN LA CONVENCIÓN 
/
SECCIÓN I: AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES
A. PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS:
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.
I. RECOMENDACIÓN: 
Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a los conflictos de intereses.
II. MEDIDAS ADOPTADAS: 
· Promover con base en el Código de Ética de los Servidores Públicos de la Administración Pública Federal (APF) que cada una de las dependencias y entidades de la APF elabore y emita un Código de Conducta específico que delimite la actuación de sus servidores públicos en situaciones concretas, atendiendo a las funciones y actividades propias de cada institución, tal y como lo disponen las normas pertinentes. 

· Se expidieron los Lineamientos generales para el establecimiento de acciones permanentes que aseguren la integridad y el comportamiento ético de los servidores públicos en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones (Lineamientos de Integridad y Ética) el 6 de marzo de 2012 en el Diario Oficial de la Federación (DOF), los cuales incluyen la responsabilidad de las dependencias y entidades de la APF de elaborar o actualizar un Código de Conducta propio en congruencia con el Código de Ética de la APF y tomando en cuenta las actividades propias de cada institución.

· Para efectos de difundir este instrumento y con ello promover aún más la creación o actualización de estos Códigos de Conducta,  se diseñaron dos guías: 2012 y 2013 para el adecuado cumplimiento de los lineamientos, incluyendo acciones a realizar y fechas límite, se llevaron a cabo diversas reuniones, conferencias y asesorías telefónicas con los servidores públicos involucrados en la implementación de tal instrumento. 

· Adicionalmente se conformó una base de datos de “enlaces de ética”, a través de la cual se mantiene contacto con las dependencias y entidades para promover y dar seguimiento a las acciones realizadas en esta materia.
En relación con la parte final de esta recomendación, cabría señalar que con el propósito de coadyuvar a la divulgación de los “Lineamientos generales para el establecimiento de acciones permanentes que aseguren la integridad y el comportamiento ético de los servidores públicos en el desempeño de sus empleos, cargos, o comisiones”, se procedió a la inclusión de los mismos en el Prontuario de disposiciones jurídicas de la Secretaría de la Función Pública. Asimismo, el 6 de marzo de 2012, fecha de su publicación en el DOF, se dieron a conocer los referidos Lineamientos en la red institucional de intranet de la Secretaría.

Para mayor información sobre las acciones realizadas para abordar esta medida (publicación de los Lineamientos de Integridad y Ética, seguimiento, etc.), puede consultar: 

http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/index.php/integridad-y-legalidad/lineamientos-de-integridad-y-etica-en-la-apf.html 
Asimismo, algunos ejemplos de Códigos de Conducta elaborados por las instituciones de la APF los puede encontrar en las siguientes ligas:

http://www.puertocoatzacoalcos.com.mx/quienes-somos 
http://www.agroasemex.gob.mx/index.php/es/nuestrainstitucion/principiosvalores 
http://www.cenam.mx/quienes.aspx 
http://www.cideteq.mx/attachments/section/6/codigo_de_conducta_cideteq_2012.pdf 
http://cfc.gob.mx/images/stories/Normateca/codigo_de_conducta.pdf 
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a la prevención y uso adecuado de los recursos públicos. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Adoptar un sistema de evaluación y seguimiento del cumplimiento de las normas para la elaboración, emisión y contenido de los Códigos de Conducta específicos que deben adoptar las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, al igual que para coadyuvar en su adopción en los términos previstos en los lineamientos emitidos al respecto por la Secretaría de la Función Pública (SFP).
· Para dar seguimiento a los Lineamientos de Integridad y Ética se diseñaron dos guías: 2012 y 2013, en las cuales se incluyeron las actividades principales a realizar por las dependencias y entidades en estos años para el adecuado cumplimiento del instrumento, así como las fechas límite de realización y el soporte documental que debe entregarse a la Unidad de Políticas de Transparencia y Cooperación Internacional para su seguimiento. Para mayor referencia sobre estas guías puede consultar: 

http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/index.php/integridad-y-legalidad/lineamientos-de-integridad-y-etica-en-la-apf.html 
· Asimismo, con la finalidad de supervisar la adecuada implementación de este instrumento se llevaron a cabo reuniones, conferencias y asesorías telefónicas respecto a las disposiciones de los Lineamientos de Integridad y Ética, así como para la realización de los Códigos de Conducta de las instituciones. 

· Se integró una base de datos de las 255 dependencias y entidades que deben cumplir con los Lineamientos de Integridad y Ética, la cual incluye las actividades principales de este instrumento y el cumplimiento por parte de las instituciones. A través de la publicación y seguimiento de estos lineamientos, 85% de las dependencias y entidades de la APF cuenta ya con un Código de Conducta de acuerdo a lo establecido en este instrumento y con acciones permanentes para fortalecer la ética e integridad en sus servidores públicos. Para mayor información puede consultar:
 http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/index.php/integridad-y-legalidad/lineamientos-de-integridad-y-etica-en-la-apf.html 
· Con respecto al seguimiento para promover la adopción de estos Códigos de Conducta, los mismos lineamientos establecen que las instituciones de la APF deberán elaborar e implementar Programas de Trabajo Anuales orientados a promover un mayor cumplimiento de sus Códigos de Conducta. Muchas instituciones han llevado a cabo durante 2012 y este primer trimestre de 2013 capacitaciones, campañas de sensibilización a través de mecanismos de comunicación interna, conferencias, entre otros (evidencia documental sobre estas actividades puede obtenerse a solicitud).
d) Realización de actividades de capacitación.
· En conjunto con el National Strategy Information Centre (NSIC) -Organización No Gubernamental internacional enfocada en la materia de cultura de la legalidad-, diseñó en el 2011 un Curso de Cultura de la Legalidad para Servidores Públicos de la APF. Este curso fue impartido presencialmente a 20,601 servidores públicos a través de 352 capacitadores en 16 meses. Para mayor información sobre este proyecto puede revisar:  http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/index.php/integridad-y-legalidad/curso-de-cultura-de-la-legalidad-en-la-sfp.html 
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a la preservación y el uso adecuado de los recursos públicos. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.
· Creación de 6 nuevos lineamientos (guías) para la utilización de subastas, aplicación de la evaluación por puntos o porcentajes, para la expedición de políticas, bases y lineamientos, para la reducción de los montos de garantías de cumplimiento, para agilizar el pago a proveedores y contratistas; y para la determinación de los precios de los servicios asociados a proyectos de infraestructura en Obras Públicas.

Emisión de las disposiciones que se deberán observar para la utilización del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas (CompraNet).
· Durante el 2010 el gobierno federal llevó a cabo una reforma regulatoria con el objetivo de eliminar todas las regulaciones internas que obstaculizan el adecuado desempeño de las dependencias y entidades de la APF, dando paso a la creación de manuales específicos que agilizaran la administración del Gobierno en áreas clave como: obra pública y servicios relacionados con las mismas, adquisiciones y arrendamientos, recursos humanos, tecnologías de la información, transparencia, auditoría, control interno, recursos financieros y recursos materiales. Derivado de esta reforma se han eliminado alrededor de 10 mil normas.
Derivado de los nuevos reglamentos de la Ley de Adquisiciones Arrendamientos y Servicios del Sector Público (LAASSP) y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas (LOPSRM), se publicó en el DOF el 9 de septiembre de 2010, el Acuerdo por el que se emiten diversos lineamientos en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios y de obras públicas y servicios relacionados con las mismas, integrado por seis lineamientos que regulan el alcance jurídico de las previsiones contenidas en dichas Leyes. Los 3 primeros lineamientos son comunes tanto por las adquisiciones como por las obras públicas, los lineamientos 4 y 5 sólo hacen referencia a las adquisiciones y el último hace referencia exclusiva a las obras públicas en los siguientes términos: 

1. Expedición de políticas, bases y lineamientos (POBALINES) por parte de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal. Disponen su aplicación de manera común para las previsiones contenidas en la LAASSP y en la LOPSRM y tienen por objeto establecer las disposiciones, criterios y aspectos específicos que deberán observar las dependencias y entidades en elaboración, integración y emisión de POBALINES.

2. Aplicación del criterio de evaluación de proposiciones a través del mecanismo de puntos y porcentajes en procedimientos de contratación. Regulan los aspectos que se deben evaluar en un procedimiento de contratación de licitación pública o de invitación a cuando menos tres, atendiendo a los rubros o sub-rubros que la misma determine, de acuerdo a las características de complejidad, magnitud y monto de la contratación.

3. Determinación de los montos menores de las garantías de cumplimiento que deben constituir los proveedores y contratistas. Se atenderán los antecedentes que conformen el historial en CompraNet respecto al cumplimiento favorable de los proveedores y contratistas.

4. Utilización de la modalidad de Ofertas Subsecuentes de Descuento (OSD) en las licitaciones públicas electrónicas. Este lineamiento establece los casos en que se podrá utilizar dicha modalidad al amparo de la LAASSP, así como los requerimientos técnicos y normativos.

5. Promoción de la agilización de pago a proveedores. Para contratos sujetos a la LAASSP, se prevé la reducción de los plazos a máximo 30 días naturales entre la fecha de entrega de los bienes muebles y servicios, y la fecha de pago correspondiente.

6. Determinación de precios de los servicios relacionados con obras públicas asociadas a proyectos de infraestructura. Su objeto es definir y establecer el procedimiento para la determinación de los precios de los servicios que tengan por objeto elaborar o concluir los estudios, planes y programas para la contratación de obras públicas asociadas a proyectos de infraestructura regulados por la LOPSRM, mediante la evaluación económica del costo de los servicios.

a) Expedición de leyes
· Reforma del 80% de la LAASSP y su nuevo reglamento asociado (RLAASSP),  y su nuevo reglamento asociado (RLOPSRM), todas con el objeto de agilizar la legislación y adecuarla a las mejoras prácticas en la materia.

· Reformas al Código Penal Federal y a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (LFRASP), para aumentar la transparencia.

· Aprobación de la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas (LFACP), con objeto de potenciar la rendición de cuentas y evitar la corrupción
El 28 de mayo de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF), el decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la LAASSP ; de la LOPSRM ; de la LFRASP), y del Código Penal Federal. 
Por su parte, el 28 de julio de 2010 se publicaron en el DOF los nuevos reglamentos de la LAASSP y LOPSRM, cuyos aspectos más relevantes consisten agilizar de los procedimientos de contratación, el ejercicio eficiente de los recursos públicos y la transparencia de las contrataciones bajo un enfoque que privilegia el resultado de la compra misma. Los principales propósitos de estas reformas legales fueron: 
· Facilitar la inversión pública para que sirva de palanca para el desarrollo económico del país ante el escenario económico mundial adverso.

· Flexibilizar y dar transparencia a la contratación de obra pública, a la adquisición, el arrendamiento de bienes y la contratación de servicios que realiza el sector público federal.

· Rediseñar integralmente el Sistema de Contrataciones Públicas de la APF bajo un enfoque de eficiencia y obtención de las mejores condiciones para el Estado.

Principales innovaciones de dichas reformas: 

· Contratos marco como nuevo esquema de contratación. En el artículo 17 de la LAASSP se establece que la SFP podrá promover contratos marcos (previa determinación de las características técnicas y de calidad acordada con las dependencias y entidades). 

· Evaluación por puntos o porcentajes. La LAASSP prevé que las convocatorias a la licitación pública deben contener los criterios específicos para la evaluación de las proposiciones y adjudicación de los contratos, debiéndose utilizar preferentemente el criterio de puntos o porcentajes, o el de costo beneficio. 
· Por su parte, la LOPSRM señala que la convocante deberá establecer los procedimientos y los criterios claros y detallados para determinar la solvencia de las proposiciones, dependiendo de las características, complejidad y magnitud de los trabajos por realizar, de modo que atendiendo a las características de cada obra o servicio, se podrá determinar la conveniencia de utilizar el mecanismo de evaluación por puntos o porcentajes.

· Simplificación de las etapas del procedimiento. En ambas Leyes se establece que las convocatorias a la licitación se publicarán en CompraNet, serán gratuitas y detallan los requisitos para emitir el fallo, además se elimina el dictamen previo y se amplían los supuestos de excepción a la licitación que no requieren dictamen del Comité.
· Apoyos para fortalecer a la industria nacional y a las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES). En ambas Leyes se introducen aspectos normativos para favorecer y promover la participación de las micro, pequeñas y medianas empresas mexicanas en la contratación pública. 

· Fortalecimiento de CompraNet como sistema de información integral. En ambas leyes se establece el uso obligatorio de medios de identificación electrónica, e identifican a CompraNet como el sistema de información pública gubernamental del país, en materia de contrataciones públicas. 

· Participación de testigos sociales en los procedimientos de contratación. En ambas Leyes se contempla la participación activa y permanente de la sociedad civil como observadores externos (testigos sociales) para garantizar la transparencia y la integridad en los procedimientos de contratación. En materia de adquisiciones se estableció la intervención obligatoria de testigos sociales en las licitaciones cuyo monto rebase el equivalente a cinco millones de días de Salario Mínimo General Vigente en el Distrito Federal (SMGVDF) , que equivale a $ 64.76 al día, mientras que en materia de obra pública el monto de referencia es de diez millones de días de SMDGVDF, o en los casos que así lo determine la SFP, atendiendo al impacto que la contratación tenga en los programas sustantivos. 

· Soluciones efectivas a la instancia de inconformidad y controversias. Se agilizó y simplificó el proceso para resolver inconformidades, reduciendo el plazo de 144 a 51 días en promedio; también se incluyó al arbitraje como mecanismo de solución de controversias; se estableció la conciliación de precios en contratos de emergencia; la factibilidad de solicitar al licitante aclaraciones o información adicional sobre sus propuestas, el peritaje, entre otros. 

· Profesionalización de los servidores públicos responsables de los procedimientos de contratación. Se establece la responsabilidad de la APF en la promoción de la profesionalización y certificación de los servidores públicos encargados de las compras en las dependencias y entidades. 

· Homogenización del proceso de publicación de los contratos. Se estableció que se publicará un resumen de la convocatoria en el DOF y que los requisitos que favorezcan a determinado licitante, será causa de responsabilidad administrativa.

· Regulación de los criterios de evaluación de las proposiciones. Se establece para Obras Públicas una clara diferencia entre los criterios que le resultan aplicables a la materia -binaria y de puntos o porcentajes-, así como los supuestos en que se aplica cada uno. Para Adquisiciones, fueron previstas disposiciones específicas para aplicar cada criterio.

· Desarrollo funcional del Registro Único de Proveedores y de Contratistas. Se especifica el procedimiento para integrar el registro único de proveedores y contratistas que forman parte de CompraNet, se especifica el propósito de la información contenida en dichos registros y la forma en que será clasificada.

· Definición de los principios y de las funciones que se esperan de los testigos sociales. En ambos reglamentos se detalla el procedimiento para obtener el registro como testigo social, su acreditación, funciones, el procedimiento de contratación, el mecanismo para cubrir sus contraprestaciones, sus obligaciones, la manera en que se evaluará su actuación; se establece al Comité de Testigos Sociales como el órgano colegiado de consulta, asesoría y apoyo.Impulso de la participación de las MIPYMES. En ambos reglamentos se detallan disposiciones para fomentar el desarrollo y la participación de las MIPYMES, como un el que se otorgue mayor porcentaje de anticipo posible, participación conjunta en licitaciones bajo la modalidad deOSD, posibilidad de realizar licitaciones exclusivas para MIPYMES (cuyo umbral sea menor a los establecidos para los tratados de libre comercio), adjudicación de cuando menos el 50% cuando las compras se realicen al amparo del artículo 42 de la LAASSP (por monto), entre otras.
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer los mecanismos con los que cuenta México para exigir a los funcionarios públicos denunciar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. 

II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Adoptar un sistema de evaluación y seguimiento del cumplimiento de las normas para la elaboración, emisión y contenido de los Códigos de Conducta específicos que deben adoptar las dependencias y entidades de la APF, al igual que para coadyuvar en su adopción en los términos previstos en los lineamientos emitidos al respecto por la SFP.

b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.
· Para dar seguimiento a los Lineamientos de Integridad y Ética se diseñaron dos guías: 2012 y 2013, en las cuales se incluyeron las actividades principales a realizar por las dependencias y entidades en estos años para el adecuado cumplimiento del instrumento, así como las fechas límite de realización y el soporte documental que debe entregarse a la Unidad de Políticas de Transparencia y Cooperación Internacional para su seguimiento. Para mayor referencia sobre estas guías puede consultar: 

http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/index.php/integridad-y-legalidad/lineamientos-de-integridad-y-etica-en-la-apf.html 
· Asimismo, con la finalidad de supervisar la adecuada implementación de este instrumento se llevaron a cabo reuniones, conferencias y asesorías telefónicas respecto a las disposiciones de los Lineamientos de Integridad y Ética, así como para la realización de los Códigos de Conducta de las instituciones. 

· Se integró una base de datos de las 255 dependencias y entidades que deben cumplir con los Lineamientos de Integridad y Ética, la cual incluye las actividades principales de este instrumento y el cumplimiento por parte de las instituciones. A través de la publicación y seguimiento de estos lineamientos, 85% de las dependencias y entidades de la APF cuenta ya con un Código de Conducta de acuerdo a lo establecido en este instrumento y con acciones permanentes para fortalecer la ética e integridad en sus servidores públicos. Para mayor información puede consultar:
 http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/index.php/integridad-y-legalidad/lineamientos-de-integridad-y-etica-en-la-apf.html 
· Con respecto al seguimiento para promover la adopción de estos Códigos de Conducta, los mismos lineamientos establecen que las instituciones de la APF deberán elaborar e implementar Programas de Trabajo Anuales orientados a promover un mayor cumplimiento de sus Códigos de Conducta. Muchas instituciones han llevado a cabo durante 2012 y este primer trimestre de 2013 capacitaciones, campañas de sensibilización a través de mecanismos de comunicación interna, conferencias, entre otros (evidencia documental sobre estas actividades puede obtenerse a solicitud).
d) Realización de actividades de capacitación.
· En conjunto con el National Strategy Information Centre (NSIC), una -Organización No Gubernamental internacional enfocada en la materia de cultura de la legalidad- se diseñó en el año 2011 un Curso de Cultura de la Legalidad para Servidores Públicos de la APF. Este curso fue impartido presencialmente a 20,601 servidores públicos a través de 352 capacitadores en 16 meses. Para mayor información sobre este proyecto puede revisar:  http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/index.php/integridad-y-legalidad/curso-de-cultura-de-la-legalidad-en-la-sfp.html  
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer los sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.
· Emisión del “Acuerdo por el que se establece la Norma del Padrón de sujetos obligados a presentar declaraciones de situación patrimonial en las instituciones del gobierno Federal”, publicado en el DOF el 14 de diciembre de 2010.

f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional.

· Atención de los servidores públicos que solicitan los servicios que se ofrecen en materia de declaraciones patrimoniales donde se les conmina a hacer públicos sus datos patrimoniales.

g) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.

· Asimismo, en el propio formato de declaración de situación patrimonial existe un apartado en el que se le invita al servidor público declarante sobre la posibilidad de hacer públicos sus datos.
· Modificaciones a los formatos de declaración patrimonial en sus tres modalidades (inicial, modificación y conclusión).
· Puesta en marcha del  Sistema  de Alertas sobre Declaraciones Patrimoniales de los Servidores Públicos de la Administración Pública Federal.  Lo anterior, con el propósito de que las áreas sancionadoras de la dependencia cuenten con elementos que les permitan realizar acciones conducentes a implementar sanciones administrativas, y en su caso penales, al detectar incongruencias en la declaración patrimonial.

I. RECOMENDACIÓN:

 Fortalecer los mecanismos para el acceso a la información pública.

II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Asegurar que las dependencias y entidades den cumplimiento a las obligaciones que regulan el derecho de acceso a la información y que éstas identifiquen, publiquen y difundan información socialmente útil o focalizada; y desarrollar procedimientos e indicadores que permitan mejorar la calidad, accesibilidad y pertinencia de dicha información.

f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional 

Como parte de las medidas adoptadas por el Gobierno Federal Mexicano para garantizar que las dependencias y entidades identificaran, publicaran y difundieran información socialmente útil o focalizada, durante los años 2010, 2011 y 2012 se emprendieron las siguientes acciones:

2010. Emisión del Manual de Transparencia y de Archivos.

En el marco de la Regulación Base Cero emprendida por el Gobierno Federal en la que se eliminaron más de 10,000 normas que obstaculizaban el adecuado desempeño de la Administración Pública Federal (APF), se emitió el Manual Administrativo de Aplicación General en Materia de Transparencia (MAAGMTA) , el cual integró procedimientos uniformes en todo el gobierno para:

1.
Privilegiar el principio de Máxima Publicidad de la Información.

2.
Fortalecer las capacidades institucionales de las dependencias y entidades para identificar información socialmente útil o focalizada de forma oportuna. 

Con la integración del procedimiento información socialmente útil o focalizada del MAAGMTA, se alcanzó una cobertura del 70% de instituciones que publicaban este tipo de información.

2011. Homologación / Evaluación de información 

Durante el 2011 se actualizó el Manual de Transparencia, teniendo como objetivo no sólo dictar la política, las disposiciones y acciones en materia de transparencia, rendición de cuentas y acceso a la información  pública, sino también establecer las disposiciones, acciones, procedimientos y métodos administrativos que en materia de archivos debían observar las dependencias y entidades de la APF.

Asimismo, con el objetivo de incrementar la calidad, cantidad y accesibilidad de la información, se emitió una guía mediante la cual se facilitó la identificación, selección y publicación de la información por parte de cada una de las dependencias y entidades del gobierno federal y se señalaron las principales directrices para lograr que las secciones de transparencia de todos los portales institucionales estuvieran homologados con un lenguaje claro y sencillo.

Igualmente se conformó un grupo de trabajo integrado por la SFP y el IFAI mediante el cual se llevó a cabo el análisis de más de 1,067 temas de los cuales se eligieron alrededor de 400 que podrían mejorar la toma de decisiones de los ciudadanos y por lo tanto, contribuir a disminuir riesgos y problemas a la ciudadanía. 

 Al cierre de 2011 se alcanzó una cobertura del 90% de dependencias y entidades que publicaban información socialmente útil o focalizada.

2012. Calidad de Contenidos

Derivado del análisis del año 2011, surgió la necesidad de fortalecer el procedimiento de información socialmente útil o focalizada del Manual, permitiendo a los servidores públicos contar con las características mínimas que debe tener la información para ser considerada como socialmente útil o focalizada, lo cual permitió que al cierre de 2012, el 100% de las dependencias y entidades del gobierno federal con Unidad de Enlace propia (246 instituciones) contaran con un micrositio de Transparencia Focalizada, donde la ciudadanía puede consultar información socialmente útil en más de 725 temas de interés.
Resultados

Con las acciones descritas anteriormente se han obtenido los siguientes resultados : 

1. Se ha establecido un piso mínimo de accesibilidad, oportunidad y utilidad de la información.

2. Se ha homologado y estandarizado la sección de transparencia de los portales de Internet institucionales.

3. Se ha incrementado la disponibilidad de información socialmente útil o focalizada en los micrositios de las dependencias y/o entidades.

4. Se ha mejorado la calidad y usabilidad de la información que venían publicando las instituciones del gobierno federal.

Se ha posicionado el micrositio de Transparencia Focalizada de cada dependencia del gobierno federal como un espacio útil de consulta al ciudadano sobre temas de interés (el 100% de dependencias y entidades con Unidad de Enlace propia cuentan con uno).

6.
El 100% de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal que tienen una Unidad de Enlace propia, cuentan con un apartado específico destinado a publicar sus indicadores de programas presupuestarios.

7.
Algunos ejemplos destacados de la información socialmente útil identificada por las dependencias y entidades de la APF lo constituyen:

· En la página de la Secretaría de Seguridad Pública  se pueden consultar algunas recomendaciones de seguridad para evitar accidentes carreteros. En esta sección puedes ver estadísticas sobre accidentes, la causa de los mismos y programas federales de prevención de accidentes. http://goo.gl/WHrVN

· Para el consumidor se abrió un portal de internet donde hay información sobre productos, bienes o servicios, específicamente sobre el desempeño de las empresas, recomendaciones para realizar compras óptimas, alertas sobre productos defectuosos o riesgosos para la salud. http://goo.gl/I3eGH 

· Cualquier ciudadano tiene acceso a la información del presupuesto federal. En esta página se presenta de forma sencilla cómo se compone el presupuesto, en qué, quién, cómo y dónde se ejerce. http://goo.gl/0SbLF

· Si requieres contratar algún servicio financiero con una empresa, en esta sección puedes encontrar simuladores de crédito, listados de empresas y sus calificaciones crediticias entre otra información relevante. http://goo.gl/3tPTo 

En el portal de “Traza tu ruta” se puede saber con precisión el costo de un viaje al interior del país y si es que existen obras en proceso en las carreteras. http://goo.gl/vWZD

La implementación de la política de Transparencia Focalizada en el gobierno federal, ha permitido transformar una cultura de la transparencia reactiva a una proactiva, donde se publica información útil para el ciudadano aun cuando no lo disponga el marco jurídico aplicable. Con ello se han sentado las bases de una nueva generación de la transparencia, donde las políticas no giran únicamente en torno al cumplimiento de un derecho, sino también en torno a la necesidad de fomentar la confianza, el interés y la participación ciudadana en la construcción de una relación de colaboración más cercana entre el gobierno y la sociedad.

No obstante, aún existen importantes retos que deben asumirse para consolidar esta política en el gobierno mexicano:

1.
Continuar mejorando la calidad, oportunidad y accesibilidad de la información.

2.
Fortalecer la participación de la sociedad civil organizada en la promoción y difusión de la información que genera el gobierno.

3.
Identificar nuevas opciones y herramientas tecnológicas para publicar la información socialmente útil o focalizada.

4.
Concentrar los esfuerzos en una visión sectorial que permita identificar claramente las necesidades de información, los riesgos y problemas que se buscan atender.
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer los mecanismos para el acceso a la información pública. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Asegurar que las dependencias y entidades den cumplimiento a las obligaciones que regulan el derecho de acceso a la información y que éstas identifiquen, publiquen y difundan información socialmente útil o focalizada; y desarrollar procedimientos e indicadores que permitan mejorar la calidad, accesibilidad y pertinencia de dicha información.

· Continuar implementando medidas tendientes a optimizar el sistema de archivos de las dependencias y entidades para facilitar el acceso a la información pública.

b)  Adopción de Normas y Medidas Jurídicas
1.
Expedición de Lineamientos

Con base en las atribuciones conferidas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (LFTAIPG), el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos (IFAI), emitió los Lineamientos  para el cumplimiento de obligaciones de transparencia, acceso a información gubernamental y rendición de cuentas, incluida la organización y conservación de archivos, respecto de recursos públicos federales transferidos bajo cualquier esquema al Presidente electo de los Estados Unidos Mexicanos y a su equipo de colaboradores durante el ejercicio fiscal de 2012 (DOF 21/06/2012);  la norma tuvo la finalidad de establecer las medidas para que las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal (APF), en lo particular la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), informaran a la ciudadanía respecto del otorgamiento de recursos públicos como apoyos al Presidente Electo y su equipo de colaboradores, a fin de asegurar y propiciar la transparencia, así como la calidad, veracidad, oportunidad y confiabilidad de dicha información.

Los Lineamientos pueden ser consultados en:

http://inicio.ifai.org.mx/Liniamientos/LineamientosobligacionestransparenciaPresidenteelecto.pdf 
2.
Convenios de Colaboración

A partir de 2011, el IFAI ha suscrito seis convenios de colaboración con diversas dependencias y entidades que consisten en establecer las bases y mecanismos para coordinar la ejecución de diversas estrategias dirigidas a coadyuvar con los sujetos obligados correspondientes, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de acceso a la información, así como para fomentar una cultura de transparencia en las acciones de gobierno y propiciar la rendición de cuentas a la sociedad. 

En julio de 2011, se firmó un Convenio de esta naturaleza con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), en el que se establecen compromisos para promover la cultura de la transparencia presupuestaria entre los gobiernos de las entidades federativas y los municipios.
El Convenio establece que la SHCP se compromete a emprender la difusión del Portal de Transparencia Presupuestaria (PTP), como parte de un mecanismo proactivo en favor de la transparencia y rendición de cuentas del Gobierno Federal, y brindar al IFAI -en términos de las disposiciones aplicables, asesoría y asistencia técnica en el marco de los actos de promoción de acciones de transparencia presupuestaria y rendición de cuentas que éste lleve a cabo-. La liga de acceso al Portal de Transparencia Presupuestaria es la siguiente:
 http://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/
De igual manera en julio de 2011 se suscribió con la Secretaría de Educación Pública (SEP), un convenio de colaboración para el fomento de la cultura de la transparencia y la rendición de cuentas. Los compromisos del convenio establecen que  la SEP coadyuvará con el IFAI en el establecimiento de acciones que propicien la puesta a disposición del público de información cuyo conocimiento pueda resultar relevante para la sociedad y que dé cuenta de las tareas sustantivas del sujeto obligado, entre otras, las siguientes:

· Información del padrón nacional de alumnos, docentes, instituciones y centros escolares, de conformidad con lo previsto en el artículo 12, fracción X de la Ley General de Educación; información competencia de “LA SEP” prevista en el Presupuesto de Egresos de la Federación de que se trate.

· Información de la Evaluación Nacional del Logro Académico en Centros Escolares (ENLACE); información del Concurso Nacional para el Otorgamiento de Plazas Docentes; información del Sistema Nacional de Información Estadística; información del Registro Nacional de Profesionistas; información en materia de equidad de género; información de trámites y servicios; información de órganos desconcentrados, e información de los Consejos Escolares de Participación Social.

Actualmente, esta información puede ser consultada en el siguiente sitio de internet: http://informacionrelevante.sep.gob.mx/ 
· En julio de 2012, el IFAI y la Comisión Federal de Telecomunicaciones (COFETEL), firmaron un Convenio de colaboración con los mismos propósitos descritos con anterioridad. Al respecto, una consultora elaboró un estudio comparativo respecto de la información que se publica en tres países: Gran Bretaña, Australia y Estados Unidos, con el propósito de conocer la información que respecto de concesiones se publica en otros países y generar criterios al respecto.

· En marzo de 2012, el IFAI y la Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO), firmaron un Convenio con el objeto de establecer bases de colaboración en materia de transparencia y acceso a la información pública gubernamental; así como la protección de datos, para que en el ámbito de sus respectivas competencias, se lleven a cabo acciones conjuntas y coordinadas dirigidas a fomentar una cultura sobre la rendición de cuentas y la transparencia en las acciones de gobierno, mediante el establecimiento de tecnologías que faciliten el acceso a la información pública, cursos, talleres, conferencias y programas de capacitación gubernamental y protección de datos personales.

En el marco de este convenio, la PROFECO publicó el portal Pro-Consumidor a través de la dirección electrónica www.consumidor.gob.mx, en el que se incluyen las acciones que se realizan en defensa de los consumidores, información de exhortos, respuestas por parte de los proveedores, procedimientos por infracciones  a la ley, alertas sobre seguridad en productos, información sobre comportamiento comercial de los proveedores, estudios de calidad, levantamiento de precios del catálogo, quejas, denuncias, entre otras.

· En el mes de junio de 2012, el IFAI celebró con el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores el Estado (ISSSTE), un convenio que establece entre los compromisos de las partes, el de organizar y realizar una estrategia conjunta que privilegie la publicación de la información de manera proactiva, es decir, sin que medie solicitud alguna, en términos de la fracción XVII del  artículo 7 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental cuyo conocimiento pueda resultar relevante para la sociedad y que dé cuentas de tareas sustantivas del ISSSTE.

· Al respecto, el ISSSTE presentó el Portal “Por un ISSSTE más transparente” el 25 de septiembre del 2012. Este portal es una herramienta informática que permite consultar y obtener en formatos reutilizables el Padrón de jubilados y pensionados del ISSSTE, el Padrón de derechohabientes del ISSSTE y el Tablero de abasto de medicamentos y materiales de curación del ISSSTE.

· El 4 de diciembre de 2012, se celebró un convenio con la facultad de Derecho de la UNAM y se iniciaron los trabajos derivados del mismo en enero de 2013.
a) Expedición de leyes
Durante el 2011 el IFAI impulsó la aprobación del proyecto de la Ley Federal de Archivos (LFA), la cual se aprobó el 8 de diciembre de 2011 y se publicó el 23 de enero de 2012 en el Diario Oficial de la Federación.  La emisión de la Ley Federal de Archivos, establece entre uno sus objetivos, el de regular la organización y conservación del sistema institucional de archivos de los sujetos obligados, a fin de que éstos se preserven actualizados y permitan la publicación en medios electrónicos de la información relativa a sus indicadores de gestión y el ejercicio de recursos públicos, así como de aquella información que por su contenido tenga un alto valor para la sociedad.

Cabe señalar que la LFA faculta al Archivo General de la Nación (AGN), en coordinación con el Instituto y la Secretaría de la Función Pública (SFP), para emitir los lineamientos que establezcan las bases para la creación y uso de sistemas automatizados de gestión y control de documentos, tanto en formato físico como electrónico. Para lo anterior, durante el 2012 se iniciaron los trabajos para la emisión de los lineamientos, los cuales favorecerán el desarrollo de una política de gestión documental incorporando los requerimientos para garantizar la autenticidad, seguridad, integridad y disponibilidad de los documentos de archivo. Asimismo se busca actualizar los procedimientos de gestión de la información, controlar los documentos de archivo, y privilegiar el acceso a la información. 

Aunado a lo anterior, el AGN en coordinación con el IFAI, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 44 fracción XXIV de la LFA, elaboraron el proyecto de los Lineamientos generales para la organización y conservación de los archivos del Poder Ejecutivo Federal, en los cuales se establecieron criterios uniformes de organización y conservación de los documentos creados en el ejercicio de las facultades y actividades del Poder Ejecutivo Federal. Estos Lineamientos contribuyen a garantizar la localización, disponibilidad, integridad, conservación y el fácil acceso a la información. 

Ambos Lineamientos serán publicados en el DOF en 2013.
d)
Realización de actividades de capacitación
La capacitación que proporciona el IFAI, se ha orientado a fortalecer la cultura de la transparencia, rendición de cuentas y protección de datos personales en los sujetos obligados. Con ese propósito, desde 2011 se han desarrollado una serie de acciones de capacitación permanente y sistemática en los diferentes temas que comprende la LFTAIPG, así como, en Ética Pública y Administración de Documentos. En el segundo semestre de 2012 se fortaleció la capacitación en línea con la puesta en marcha de un nuevo Centro Virtual de Formación IFAI (CEVIFAI), en donde se aloja toda la oferta de capacitación en línea del Instituto en tres Campus: Servidores Públicos, Iniciativa Privada y Sociedad Civil. Al CEVIFAI se puede acceder, a través del internet de manera gratuita y desde cualquier lugar de la República o de otros países, está disponible las 24 horas y los 365 días del año, con la flexibilidad de que los participantes estudien de acuerdo a sus propios tiempos y requerimientos en el vínculo http://cevifaipublica.ifai.org.mx/course/  

El Portal de Obligaciones de Transparencia (POT) es la herramienta informática implementada por el IFAI desde el año 2007, para que los Sujetos Obligados pongan a disposición del público la información establecida en el artículo 7 de la LFTAIPG. Como parte de las tareas del IFAI, periódicamente se programan sesiones de capacitación con finalidad de orientar a los sujetos obligados con relación a la actualización de información del POT. Al respecto, se informa que durante el periodo enero 2011 a febrero 2013 el IFAI ha capacitado a 201 sujetos obligados en temas relacionados con la presentación y actualización de las obligaciones de transparencia publicadas en el POT.
e)
Realización de actividades de cooperación internacional
En materia de cooperación internacional el IFAI participa en diversos foros que permiten un intercambio de buenas prácticas para mejorar las capacidades institucionales de los órganos garantes del derecho de acceso a la información, la privacidad y la protección de datos personales, entre ellas la publicación de información relevante y útil para el ciudadano, en los portales de internet de las dependencias.

Desde el año 2010, se ha trabajado una modalidad de país invitado para intervenir en la Semana Nacional de Transparencia. Los estados participantes han sido: Chile, Canadá y el Reino Unido. Por otro lado, el IFAI participa en diversos foros internacionales como la Alianza para el Gobierno Abierto, la Conferencia Internacional de Comisionados de Información, la Conferencia Internacional de Autoridades de Privacidad y Protección de Datos, la Red de Transparencia y Acceso a la Información, la Red Iberoamericana de Protección de Datos Personales, el foro de la Asociación de Autoridades de Protección de Datos y Privacidad de la Región de Asia Pacífico, en los que se promueven las mejores prácticas para el ejercicio de ambos derechos.
En 2012 el IFAI participó en el Foro Iberoamericano sobre la Evaluación de Documentos (FIED), celebrado en la Ciudad de México, en el que impartió la ponencia denominada Diálogo sobre la Ley Federal de Archivos (LFA).
g) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
SISTEMA DE ALERTAS: Con la finalidad de mejorar el nivel de cumplimiento de los Sujetos Obligados con relación a la actualización de la información que deben de publicar en internet en cumplimiento al artículo 7 de la LFTAIPG, a partir de agosto de 2012 se estableció un sistema de alertas (semáforos) con relación a los tiempos de actualización de la información del POT. De agosto de 2012 a marzo de 2013, se han enviado 1946 reportes a través de la herramienta de comunicación del IFAI a los sujetos obligados.

El POT contiene entre otra información relevante más de 2.5 millones de contratos, 1.7 millones de concesiones públicas, un directorio de más de 95 mil servidores públicos de los 5 niveles superiores de las más de 240 instituciones del Poder Ejecutivo Federal y la evidencia de más de 1,000 programas de subsidio. Durante 2012 se registraban en promedio 1.4 millones de consultas al mes y se habían acumulado más de 61 millones de estas consultas en los 5 años de operación. Con el propósito de hacer más fácil la localización de la información contenida en tan basto depósito de datos fue re concebido el mecanismo de búsqueda del sitio integrando un método de búsqueda inspirado en las prácticas usadas para Google. A partir de septiembre de 2012 se puso en operación este nuevo mecanismo de búsqueda de la información, como primera etapa de una reformulación de éste y los demás mecanismos electrónicos de acceso a la información, lo anterior con el objetivo de hacerlos más sencillos,  lograr atraer a nuevos usuarios y elevar su valor público.     

POT PRESIDENTE ELECTO: Como parte de la implementación de las actividades para el cumplimiento de Lineamientos  para el cumplimiento de obligaciones de transparencia, acceso a información gubernamental y rendición de cuentas, incluida la organización y conservación de archivos, respecto de recursos públicos federales transferidos bajo cualquier esquema al Presidente electo de los Estados Unidos Mexicanos y a su equipo de colaboradores durante el ejercicio fiscal de 2012, el 10 de septiembre de 2012, el IFAI habilitó para la vista del público en el Portal de Obligaciones de Transparencia  la sección “Equipo de Transición Gubernamental” . 

El Sistema Automatizado de Integración de los Instrumentos de Consulta y Control Archivístico (SICCA), creado con el objetivo desarrollar una solución informática para consultar y controlar los archivos de conformidad con lo establecido en los Lineamientos Generales para la Organización y Conservación de los archivos de las dependencias y entidades de la APF emitidos por el IFAI y el AGN en febrero de 2004, ha permitido generar los principales instrumentos de control y consulta archivística: el Cuadro General de Clasificación Archivística; el Catalogo de Disposición Documental; la Guía Simple de Archivos; y los Inventarios Documentales, así como registrar los expedientes existentes en los archivos.

h) Otras

Desde el 2003, el IFAI estableció un programa permanente para verificar el nivel de cumplimiento de los Sujetos Obligados de la Administración Pública Federal al artículo 7 de la LFTAIPG mediante el Indicador de Obligaciones de Transparencia (Indicador ODT). Los Criterios de evaluación utilizados tienen como propósito vigilar que las obligaciones se presenten con los atributos de compleción, consistencia, oportunidad y la calidad de la Información publicada.

Durante 2011 y 2012, el IFAI continuó con la verificación a los Portales de Obligaciones de Transparencia de la APF en México. Al analizar los resultados del Indicador ODT se observa, que como consecuencia de las acciones adoptadas  (capacitación y sistema de alertas) para incentivar  la publicación oportuna de la información del Artículo 7 de la LFTAIPG, el nivel de cumplimiento promedio de la Administración Pública Federal, se incrementó de 84% en el  primer semestre 2011,
a 90%  en el segundo semestre 2012.
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Toda vez que las dependencias y entidades se encuentran en proceso de aclaraciones con el Instituto, los resultados del segundo semestre 2012, se publicarán en las siguientes semanas en la dirección:

http://inicio.ifai.org.mx/_catalogs/masterpage/AIP-Estadisticas.aspx 
Como parte de las medidas alternativas implementadas por el IFAI en materia de archivos, durante el año 2011, elaboraron los Cuadernos Metodológicos sobre Administración de Documentos y Gestión de Archivos, cuyo objetivo es proporcionar una herramienta de consulta que permita a las dependencias y entidades de la APF conocer la forma correcta de administrar sus archivos, así como los procedimientos sobre la organización de los sistemas institucionales en los archivos de trámite, de concentración e históricos, la naturaleza e identidad de los sistemas institucionales de archivos, la estructura de dichos Sistemas y la metodología para su integración y formalización. Cabe mencionar que los temas referidos están relacionados al término: “Sistemas como un procedimiento”, considerando una relación estrecha entre los diferentes tipos de archivo y no al uso de herramientas tecnológicas. Dichos cuadernos metodológicos fueron presentados el 22 de marzo de 2012. 

Por otra parte, en julio de 2012 en el marco de la XXXIV Reunión Nacional de Archivos, el Instituto se constituyó como integrante del Consejo Nacional de Archivos, órgano colegiado que tiene como principal objeto establecer una política nacional de archivos públicos y privados, así como las directrices nacionales para la gestión de documentos y la protección de la memoria documental nacional, acción que coadyuva a la consolidación de la política nacional en materia de organización y conservación de archivos.

I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer y continuar implementando mecanismos que aliente a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en la gestión pública. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Establecer indicadores cuantitativos y cualitativos que permitan determinar el grado de incidencia de la participación ciudadana en el proyecto legislativo final.

La Comisión Federal de Mejora Regulatoria (COFEMER) ha considerado pertinente contar con un indicador cualitativo que permita medir  la incidencia de la participación ciudadana en el proceso de elaboración de regulaciones, por lo que se consideraron los siguientes elementos:

	Indicador
	Unidad de Medida

	Participación de los particulares en el proceso de consulta pública para la mejora regulatoria.
	Porcentaje de anteproyectos comentados con respecto al número total de anteproyectos recibidos por la COFEMER.

	Incidencia de la participación ciudadana  en el proceso de mejora regulatoria.
	Número de observaciones atendidas en la versión publicada de la regulación en el DOF con respecto número de observaciones realizadas a los anteproyectos durante la consulta pública.

	Percepción de la incidencia de la participación ciudadana en el proceso de mejora regulatoria.
	Encuestas de percepción del impacto de la consulta pública en las regulaciones publicadas en el DOF.


Asimismo, el número de anteproyectos comentados representó en promedio 9% del total de anteproyectos recibidos durante el periodo 2010-2012. Adicionalmente, se encontró que en 2 de cada 10 anteproyectos, la consulta pública generó un impacto relevante para el diseño de regulaciones. De igual manera, se determinó, como resultado de las encuestas de percepción del impacto de la consulta pública en las regulaciones publicadas en el DOF, utilizando una escala del 0 al 10, que las dependencias de la APF consideran que 1 de cada 2  de cada 3 son atendidos por el regulador.
Aunado lo anterior, la COFEMER se encuentra evaluando mecanismos para la revisión de las regulaciones publicadas en el DOF, es decir, aquellas que han concluido con el proceso de mejora regulatoria, a fin de comparar el número de observaciones realizadas a los anteproyectos durante la consulta pública, con el número de observaciones atendidas en la versión publicada de la regulación en el DOF.

Cabe señalar que la participación ciudadana en los anteproyectos revisados por la COFEMER es un elemento del proceso de mejora regulatoria relativamente nuevo en México, por lo cual la información sobre sus efectos dentro de éste proceso como para el proyecto final, es decir, la publicación en el DOF, se encuentra en análisis.
B. SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS:
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el Poder Ejecutivo Federal. 

II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Regular la facultad otorgada por los artículos 74 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal (LSPCAPF) y 31 de su Reglamento (RLSPCAPF) al superior jerárquico inmediato del área en la que se encuentre la vacante convocada a concurso, para vetar a uno o a todos los candidatos finalistas en el respectivo proceso de selección, de tal manera que su ejercicio quede sujeto a causales previamente definidas y basadas en razones de probidad, equidad y eficiencia.

· Efectuar un análisis de las causas que están incidiendo en la declaratoria de desiertos de una cantidad apreciable de procesos de selección por concurso, a efecto de adoptar las medidas correctivas a que haya lugar.

· Continuar haciendo seguimiento al avance de la implementación del Servicio Profesional de Carrera con el fin de velar por el cumplimiento de las metas fijadas al respecto.

b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

Conforme a la normatividad, el veto puede ser ejercido en una sola ocasión, por el superior jerárquico del puesto en concurso, con el propósito de objetar la elección del finalista seleccionado por los demás integrantes del Comité Técnico de Selección para ocupar el puesto. El artículo 37 del Reglamento de la Ley del Servicio Profesional de Carrera, establece que este veto se ejerce bajo la estricta responsabilidad del superior jerárquico, quien deberá además, razonar debidamente su determinación en el acta correspondiente, con base a las causas aplicables al caso concreto. Adicionalmente, debe tomarse en cuenta que la propia Ley del Servicio Profesional de Carrera (Ley SPC), confiere a los participantes en los procesos de selección, el recurso de revocación, como un medio de impugnación en contra de las resoluciones relativas a los procedimientos de selección que pudieran afectar sus derechos, limitando con esto la posibilidad de que el superior jerárquico ejerza ese veto de manera meramente discrecional.

Cabe señalar que en el periodo comprendido de 2004 a 2012, se ha ejercido el veto en 495 ocasiones, lo cual representa el 1.07% del total de concursos publicados.

Las causas previstas en el artículo 40 del Reglamento, establecen que un concurso podrá declararse desierto en primer lugar cuando ningún candidato se presente al concurso; en segundo lugar, cuando ninguno de los candidatos obtenga el puntaje mínimo de calificación para ser considerado finalista; y en tercer lugar, cuando sólo un finalista pase a la etapa de determinación y en esta sea vetado, o bien, no obtenga la mayoría de los votos de los integrantes del Comité Técnico de Selección.

La incidencia de los concursos desiertos de 2004 a 2012 ha presentado un comportamiento decreciente. Ejemplo de ello es que en 2004 se determinaron desiertos el 54% de los concursos publicados, en contraste en 2012 se determinaron desiertos el 24% de los concursos publicados.

Con la finalidad de fortalecer el control y evaluación del Servicio Profesional de Carrera (SPC), se continuó con el uso de diversas políticas de coordinación y operación, para prevenir y corregir posibles incumplimientos de los resultados y las metas de operación el SPC , como la siguiente:

· Se elaboraron los Lineamientos Generales para la formulación de los Programas de Trabajo de los Órganos Internos de Control (OIC) para los años 2011, 2012, y 2013, en el cual se contemplan entre otros, las revisiones de control y seguimiento a la operación del SPC  en la APF, a través del establecimiento de vertientes que tienen que ver con la participación de los OIC en los Comités Técnicos de Profesionalización y Selección, así como dar seguimiento al SPC a través de la validación de los OIC a los indicadores del Programa Operativo Anual -SPC en el Modelo Integral de Evaluación del Sistema Profesional de Carrera (MideSPC).

Por otro lado, con la finalidad de fortalecer y mejorar la operación del SPC  , se han implementado acciones concretas como:

· Se logró que el 97.3% de los servidores públicos con ingreso anterior a la expedición de la Ley SPC, que ocupaban una plaza sujeta al SPC, una vez que cubrieron los requisitos, obtuvieran su nombramiento como servidores públicos de carreras titulares, en el plazo establecido por el Reglamento de la Ley.

· En julio de 2010, se abrogaron la mayoría de los lineamientos, oficios y normas existentes en materia de recursos humanos y se concentraron en el “ACUERDO por el que se emiten las Disposiciones en materia de Planeación, Organización y Administración de los Recursos Humanos, y se expide el Manual Administrativo de Aplicación General en dicha materia” (Manual de Recursos Humanos).
En la primera actualización del Manual de Recursos Humanos, que se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 29 de agosto de 2011, se incorporó un título completo (el título Sexto), que comprende los numerales de 117 al 378, en los que se concentra la normatividad del SPC. Con fecha 6 de septiembre de 2012, fue actualizado para efectos de mejora.

En el propio Manual de Recursos Humanos se dispuso que su contenido deberá revisarse cuando menos una vez al año, para efectos de su actualización.

Asimismo, se integró y publicó un libro con cuarenta mejores prácticas de Recursos Humanos en el Sector Público, organizado en seis temáticas como Competencias, Liderazgo, Autogestión de conocimiento, Evaluación del desempeño, Clima y cultura organizacional; y donde uno de los temas principales fue el Servicio Profesional de Carrera. Se distribuyeron casi 10000 ejemplares entre instituciones  del sector público, bibliotecas y universidades.
d) Realización de actividades de capacitación
Se realizaron sesiones de capacitación con personas de las áreas de Recursos Humanos en las instituciones de la APF, con el fin de aclarar los aspectos normativos señalados en el Manual de Recursos Humanos.
f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional

Con el propósito de verificar el avance en la implementación del Manual de Recursos Humanos, tanto en la parte que corresponde al SPC  , como en Recursos Humanos en general, durante el ejercicio 2012 se realizó un ejercicio de diagnóstico con la participación del 100% de las instituciones de la APF y se obtuvieron los siguientes resultados:

· Generación de un autodiagnóstico por parte de cada una de las Direcciones Generales de Recursos Humanos o equivalente, de las instituciones de la APF, sobre la situación que guarda el cumplimiento de la normatividad contenida en el Manual de Recursos Humanos.

· Elaboración de un plan de trabajo al interior de las instituciones, para subsanar las deficiencias identificadas en la implementación de la normatividad.

· Se identificaron las áreas de oportunidad coincidentes entre las instituciones, y se  determinó los rubros en que se hace necesaria la capacitación y asesoría, para apoyar a las instituciones en sus Planes de Trabajo internos.

En la Encuesta Clima y Cultura Organizacional (ECCO) de la APF que se aplica anualmente a todas las instituciones públicas federales, se incluyeron reactivos para medir la operación y percepción del SPC que tienen los servidores públicos de las instituciones sujetas a la Ley del SPC, y, en general sobre la Profesionalización. En 2012 la participación en la ECCO fue de 263 instituciones públicas y 532,065 servidores públicos.

g) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.

Durante 2011 y 2012 se continuó dando seguimiento a la operación del SPC  a través de los avances registrados por las instituciones en MideSPC y de la validación realizada por los OIC. Se concertaron para 2011 metas con 70 instituciones con un compromiso de avance del 90% y para 2012 se concertaron metas con 71 instituciones con un compromiso de avance del 95%.

En el sistema informático RHnet, se han realizado una serie de actualizaciones en las funcionalidades de cada uno de los módulos del sistema SPC, a fin de apoyar a los operadores en su administración. 

d) Realización de actividades de fortalecimiento institucional
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el Poder Legislativo de la Federación.   
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
Derivado de la emisión de los Lineamientos de la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos (aprobados el 20 de junio de 2006) que establecen la forma de Organización y Funciones de los Servicios Parlamentarios, Administrativos y Financieros; así como de la Designación Transitoria en los Puestos Vacantes del Personal de Confianza, los sistemas de contratación se han venido fortaleciendo con la instrumentación de herramientas para la identificación de competencias laborales y áreas de oportunidad que permitan orientar  y consolidar los perfiles profesionales del funcionario entrante en posiciones vacantes. Cabe mencionar que los Lineamientos referidos continúan vigentes. 

Por otra parte, se fortaleció el marco normativo en materia de profesionalización, resultado de la regulación para el servicio de carrera que se incorporó al Reglamento de la Cámara de Diputados publicado en enero de 2011 (Capítulo V, art. 283 y 284).
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer los sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado en el Poder Legislativo de la Federación. 

II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Complementar, por parte de la autoridad correspondiente, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Cámara de Diputados y la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Cámara de Diputados, contemplando una previsión general relativa a la necesidad de motivar la decisión de acudir a los procedimientos de contratación diferentes al de licitación pública, a los fines de fomentar los principios de publicidad, equidad y eficiencia consagrados en la Convención.
f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional
La Cámara de Diputados, a través de la Secretaría General (SG), está llevando a cabo en conjunto con las áreas involucradas en su aplicación, la revisión y actualización de la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios, misma que en la propuesta contempla acreditar las condiciones de economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren obtener las mejores condiciones disponibles para la Cámara, previa autorización del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos, Obras Públicas y Servicios,  para llevar a cabo, adquisiciones, arrendamientos y servicios sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, a través de los procedimientos de invitación a cuando menos tres participantes o de adjudicación directa.

Asimismo,  la Cámara de Diputados, a través de su Órgano Interno de Control, ha venido recomendando que los porcentajes de las adjudicaciones a través de la modalidad de licitación pública, se vean fortalecidos y se privilegien sobre otro tipo de contratación. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Complementar, por parte de las autoridades correspondientes, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Cámara de Diputados; la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Cámara de Diputados; y el Manual de Normas para Adquisiciones, Arrendamientos, Prestación de Servicios y Obras Públicas de la Cámara de Senadores, contemplando sanciones para los proveedores, licitantes y contratistas que infrinjan las disposiciones de tales Normas, a efectos de fortalecer el control de su cumplimiento.

b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas
La Cámara de Diputados está llevando a cabo un proceso para la actualización de la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios y la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, donde se plantea incorporar las sanciones recomendadas.

Adicionalmente, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios vigente contempla en su artículo 52 que la Unidad de Recursos Materiales y Servicios se abstendrá de recibir propuestas o celebrar contrato, convenio, pedido u orden de servicio alguno, con las personas a las que se les hubiere rescindido administrativamente, los proveedores que se encuentren en situación de atraso en la entrega de los bienes o la prestación de los servicios, o que hayan infringido la Norma, por mencionar algunos; asimismo, en la propuesta de actualización que se está efectuando, se adiciona una fracción para impedir la contratación  con aquellas personas físicas o morales que se encuentren inhabilitadas en la Secretaría de la Función Pública. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Complementar, por parte de las autoridades correspondientes, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Cámara de Diputados; la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Cámara de Diputados; y el Manual de Normas Para Adquisiciones, Arrendamientos, Prestación de Servicios y Obras Públicas de la Cámara de Senadores, estableciendo mecanismos de control social de la actividad contractual, tales como veedurías ciudadanas, a efectos de fortalecer el control de dicha actividad.

La Cámara de Diputados está estudiando la incorporación de medidas de control social en las Normas de referencia.

II. MEDIDAS ADOPTADAS
· Complementar, por parte de la autoridad correspondiente, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Cámara de Diputados y la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Cámara de Diputados, estableciendo un recurso de impugnación del fallo mediante el cual la Contraloría resuelva el recurso de inconformidad previsto en dichas Normas, a efectos de fortalecer la efectividad de los mecanismos de impugnación.

b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas
La Cámara de Diputados, a través de su órgano interno de control, resuelve los recursos de inconformidad relativos a las Normas mencionadas en los procesos licitatorios. La resolución que recae al recurso de inconformidad se impugna en los Tribunales Jurisdiccionales, mediante el juicio de amparo previsto en los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
La Cámara de Diputados está llevando a cabo un proceso para la actualización de la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios y la Norma de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, donde se plantea incorporar las sanciones recomendadas.

Adicionalmente, la Norma de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios vigente contempla en su artículo 52 que la Unidad de Recursos Materiales y Servicios se abstendrá de recibir propuestas o celebrar contrato, convenio, pedido u orden de servicio alguno, con las personas a las que se les hubiere rescindido administrativamente, los proveedores que se encuentren en situación de atraso en la entrega de los bienes o la prestación de los servicios, o que hayan infringido la Norma, por mencionar algunos; asimismo, en la propuesta de actualización que se está efectuando, se adiciona una fracción para impedir la contratación  con aquellas personas físicas o morales que se encuentren inhabilitadas en la Secretaría de la Función Pública. 

La Cámara de Diputados está estudiando la incorporación de medidas de control social en las Normas de referencia.

La Cámara de Diputados, a través de su Órgano Interno de Control, resuelve los recursos de inconformidad relativos a las Normas mencionadas en los procesos licitatorios. La resolución que recae al recurso de inconformidad se impugna en los Tribunales Jurisdiccionales, mediante el juicio de amparo previsto en los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

d)
Realización de actividades de capacitación
La Cámara de Diputados, durante la LXI Legislatura (2009-2012), promovió diversas acciones para contar con personal competente, a través de una capacitación focalizada, que tuvo como objeto promover la adquisición de conocimientos en las funciones vinculadas a los procesos y sistemas de trabajo, ampliar la oferta de formación a toda la estructura ocupacional e implementar y dar continuidad a las etapas de desarrollo institucional del personal de la Cámara con cursos dirigidos al puesto y funciones específicas. En este sentido, se consolidó el Programa Anual de Capacitación.

Las acciones realizadas se enfocaron a que cada Programa Anual de Capacitación tuviera como sustento los requerimientos específicos que permitieran contribuir a mejorar el desempeño y la productividad en las funciones encomendadas. 

Asimismo, los programas de capacitación, se han ido perfeccionando con la implementación del sistema y la metodología para la detección de necesidades de capacitación (DNC) en línea, lo que ha permitido simplificar la integración de requerimientos de actualización y desarrollo del personal, vinculándolos con la naturaleza y funciones del personal, orientando el proceso de la DNC al desarrollo de habilidades y competencias para satisfacer las necesidades laborales.

Este proceso de detección se habilita anualmente por un tiempo determinado en el portal institucional de la Cámara, en el cual también se cuenta con una liga directa a los resultados del Programa de Capacitación, dentro del apartado de Transparencia, lo que ha contribuido a fomentar la comunicación interna para ampliar la cobertura y beneficios del Programa, mediante la difusión del calendario mensual, fortaleciéndolo a través de la retroalimentación en el desarrollo de acciones de mejora continua.

Los cursos  impartidos han tenido resultados satisfactorios, según los formatos de evaluación aplicados y se han orientado al desarrollo de competencia en los ámbitos del desarrollo humano, técnica parlamentaria, administrativa especializada, normativa, actitudes, desarrollo de conocimientos técnicos (parlamentarios y administrativos), así como al desarrollo de habilidades concretas.

g) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas

Derivado de las acciones del convenio de Donación con el Banco Mundial, la Cámara de Diputados  ha implementado sistemas automatizados para la mejora continua de sus procesos como es el SAID y el SAF/GRP, que a continuación se detallan.  

Componente 1. Integración de un Sistema de Información y Archivos.- Repositorio Electrónico del Sistema de Administración de la Información y Documentos (SAID) 

La adquisición e instalación del Sistema bajo la plataforma Resolv-e compatible con Oracle, se efectuó una vez que habían sido definidos los requerimientos técnicos y los criterios básicos para la estandarización de la información en un Repositorio Electrónico.

El Sistema es de tipo modular, escalable y de fácil manejo, lo que ha contribuido a optimizar los ciclos documentales e incrementar la eficiencia, integridad y seguridad de la información documental, que hasta la fecha ha sido ingresada.

Actualmente, el Repositorio Electrónico del SAID se encuentra en operación en 18 unidades administrativas. 

Componente 3. Fortalecimiento del  Sistema de Manejo Financiero, Presupuesto y Gasto.- Implementación del Módulo Financiero (1ª y 2ª Etapas del SAF/GRP)

Este Componente para su instrumentación ha tenido dos etapas, la primera de ellas  consideró  instrumentar  la 1ª Etapa de lo que hoy se denomina SAF; y dada la implantación satisfactoria del Módulo Financiero se extendió a una segunda etapa, conforme a los acuerdos y recomendaciones del propio Banco Mundial, considerando la implementación de los Módulos de Requisiciones-Compras, Concursos, Inventarios y Activo Fijo; así como el de Formulación Presupuestal.

La solución adquirida correspondió a una de las propuestas sugeridas en su estudio por la Universidad Nacional Autónoma de México, en este caso la plataforma tipo GRP (Government Resource Planning, por sus siglas en inglés) e-Business Suite de Oracle, con lo que también se atendió la recomendación del propio Banco Mundial de adquirir una funcionalidad estándar, que reuniera las mejores prácticas, con posibilidad de realizar ajustes para adecuar la funcionalidad a las condiciones de operación de la Cámara de Diputados y con versatilidad para incorporar otros módulos que integran una solución de este tipo relacionados con la administración de los recursos financieros, de adquisiciones e inventarios y de recursos humanos. 

En el mes de octubre del 2010 se solicitó a una firma asociada de Oracle de México, S.A., la propuesta para fines de la implantación de la plataforma e-Business Suite y quien además tuvo bajo su responsabilidad la implantación de los Módulos Financieros en el año 2009,  a fin de que se pudiera llevar a cabo la 2ª Etapa del SAF, toda vez que las adecuaciones que tendrían que realizarse en los módulos en operación, con motivo de las disposiciones de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, requerían del conocimiento y experiencia previa, sobre la operación financiera y contable de la Cámara de Diputados.

Desde su origen, la puesta en marcha de la 2ª Etapa del Sistema SAF/GRP,  se conceptualizó para:

· Crear una nueva forma de trabajo la cual contribuya a mejorar la calidad de los servicios; 

· Integrar las operaciones de las Direcciones Generales de Recursos Materiales y Servicios, la de Finanzas, la de Programación, Presupuesto y Contabilidad y la de Tecnologías de Información, así como la formación de una nueva cultura organizacional del capital humano con valor agregado;

· Ser más eficientes y eficaces en las operaciones para mejorar los procesos de trabajo en equipo, sin duplicidad de actividades y utilizando una sola fuente de información que permita el intercambio, acceso y actualización en tiempo real; 

· Incrementar la seguridad, ya que permite registrar e identificar los movimientos que se realizan, así como respaldar la información disminuyendo las posibilidades de pérdida o modificaciones no permitidas.

Los logros alcanzados merecieron el pronunciamiento de los países miembros que conforman el Comité de Seguimiento del Banco Mundial, en el sentido de que la Cámara de Diputados con la implementación del Sistema (que otorga mayor transparencia y precisión al manejo financiero integral) se colocaba como referente de los Congresos en América Latina.

I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer los sistemas de contratación de los funcionarios públicos en el Poder Judicial de la Federación.
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Adoptar, por parte de la autoridad correspondiente, un procedimiento de selección meritoria para las categorías de empleos de la carrera judicial diferentes a las de magistrado de circuito y juez de distrito, teniendo en cuenta la naturaleza eminentemente técnica de dichos empleos, guiándose para esto por los principios de publicidad, equidad y eficiencia en la Convención.

b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

El artículo 97 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos faculta a los magistrados y jueces para nombrar y remover a los respectivos funcionarios y empleados de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito. Si bien la Carta fundamental no exige el mecanismo para tales nombramientos, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación (en concordancia al mandato constitucional) dispone que tales nombramientos se otorgarán mediante exámenes de aptitud, cuya celebración y organización está a cargo del Instituto de la Judicatura, órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura Federal.

Destaca que los referidos exámenes de aptitud se han realizado a petición de los titulares de los órganos jurisdiccionales y en ellos se ha privilegiado a quienes se encuentren en ejercicio de las categorías inmediatas de la carrera judicial, no obstante que el numeral 115 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación permite que los referidos exámenes se practiquen a solicitud del interesado en acceder al cargo.
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer los sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado en el Poder Ejecutivo Federal. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Adoptar las medidas conducentes a superar las circunstancias que impidan la culminación de la implementación de los procesos relativos a las contrataciones públicas por vía electrónica en las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal que aún se encuentran pendiente de hacerlo.

g) Adopción o implementación  de sistemas o herramientas tecnológicas.

Con motivo de la entrada en vigor de las reformas de las LAASSP y de la LOPSRM, la SFP instrumentó las acciones necesarias para contar con un Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas (CompraNet), que contribuya a la generación de una política general en materia de contrataciones para propiciar la transparencia y el seguimiento de las adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público, al mismo tiempo que genere la información necesaria para la adecuada planeación, programación y presupuestación de las contrataciones públicas, así como su evaluación integral.

Como parte de este esfuerzo y a fin de garantizar la inalterabilidad y conservación de la información contenida en CompraNet, la SFP emitió el Acuerdo por el que se establecen las disposiciones que se deberán observar para la utilización del Sistema Electrónico de Información Pública Gubernamental denominado CompraNet, publicado en el DOF el 28 de junio de 2011, a través del cual se establecen las disposiciones que deben cumplir tanto las instituciones gubernamentales como los proveedores y contratistas en el manejo de CompraNet. 

Principales disposiciones: 
· Requisitos técnicos del sistema.

· Definición de los mecanismos de registro y acreditación de unidades compradoras, operadores y administradores.

· Procedimientos de acceso y uso del sistema para los proveedores y contratistas, tomando en cuenta si son personas físicas o morales, nacionales o extranjeras. 

· Procedimiento para la inscripción y validación del Registro Único de Proveedores.

· La operación del sistema para procedimientos de contratación, a través de la creación de un expediente o carpeta virtual, al que deberá incorporarse la información relativa a la etapa de cada procedimiento;

· Un Clasificador Único de las Contrataciones Públicas (CUCOP) para optimizar el análisis de la información relativa a los bienes, servicios y obras públicas que se contratan.

· El uso de la herramienta OSD, para participar en los procedimientos de licitación pública electrónica bajo la modalidad de OSD (subastas inversas).

Como parte de la transformación del Sistema de Contrataciones Públicas se enfatizó en la actualización de su plataforma electrónica bajo la consigna de modificar las funciones administrativas y de control, hacia funciones estratégica en el ejercicio eficiente y eficaz del gasto público guiada por principios sólidos de transparencia, ética y rendición de cuentas.
En 2010: Se liberó la versión 5.0 de CompraNet, un nuevo desarrollo electrónico para la administración de las compras públicas de la APF, que lo convirtió en un sistema 100% transaccional y que permitió llevar a cabo, entre otras acciones, contrataciones totalmente electrónicas, organizar y clasificar la información histórica de los procedimientos para su seguimiento y evaluar y recibir de manera ágil cotizaciones en línea. Adicionalmente se realizó la contratación de licencias y servicios de la nueva plataforma, también se contrató el servicio de capacitación masiva a distancia para el óptimo uso de esta herramienta, permitiendo que 12,000 servidores públicos pudieran aprovechar las ventajas tecnológicas de la nueva versión. Los servicios se liberaron gradualmente en el segundo semestre de 2010. 

Algunos otros beneficios de esta nueva versión de CompraNet fue contar con un sistema totalmente en línea de uso para las unidades compradoras y licitantes que integra la publicación de los proyectos de convocatoria (prebases), incluye procedimientos completos para todas las modalidades de contratación y permite la evaluación automática de las propuestas enviadas electrónicamente por los licitantes. Los resultados más relevantes obtenidos con esta versión fueron:
· Se realizaron 95,694 procedimientos de contratación pública por un monto transaccional total de 508,160 millones de pesos, es decir, más de 5 veces el número de procedimientos registrados en relación con la versión anterior y más del doble en monto. 

· Por tipo de procedimiento de contratación, 75% se realizó mediante licitación pública, 22% a través de adjudicación directa y 3% mediante el procedimiento de invitación a cuando menos tres personas.

· En cuanto al número de las contrataciones realizadas 60% se realizaron por adjudicación directa, 29% mediante licitación pública y 11% a través de invitación a cuando menos tres proveedores.

En 2011: Se incorporaron al sistema las nuevas modalidades de contratación: Contratos Marco y las OSD, con la capacidad para llevarse a cabo en forma 100% electrónica.  Se consolidó la capacidad para realizar licitaciones públicas, invitaciones a cuando menos tres personas y adjudicaciones directas de manera electrónica, con lo cual se amplió la participación de potenciales proveedores y contratistas, al tiempo de garantizar la plena trazabilidad de los procedimientos de contratación pública.

La nueva versión de CompraNet mostró avances trascendentes en su primer año de operación, de conformidad con lo siguiente:

· Se dieron de alta en dicho sistema 2,301 unidades compradoras de 300 dependencias y entidades federativas; y se habilitaron a 23,850 potenciales compradores y contratistas, de los cuales 91.3% corresponden a micro, pequeñas y medianas empresas.

· El número y monto de las contrataciones registradas, tuvo el siguiente comportamiento: se realizaron 86,175 procedimientos de contratación pública por un monto transaccional total de 286,256 millones de pesos. El 68% de los montos se realizó mediante licitación pública, 24% a través de adjudicación directa y 8% mediante el procedimiento de invitación a cuando menos tres proveedores.

· Se certificaron 4,656 usuarios de CompraNet a través del sistema de capacitación en línea.

· Se habilitaron 23,850 potenciales proveedores y contratistas en el RUPC.

· Se difundieron las guías orientadoras para proveedores y contratistas, en el uso de la herramienta, permitiendo capacitar en línea y generar ahorros por traslados.

Este sistema actualmente reporta un promedio de 30,000 consultas diarias, en comparación con las 16,000 consultas que se atendían con la versión previa a 2010, también ha registrado un total de 3,600 unidades compradoras en dos años de gestión y alrededor de 77,000 proveedores habilitados online.

Esta nueva versión de CompraNet fomenta el ahorro y promueve la eficiencia del gasto público, contribuye a mejorar la calidad de la gestión del abastecimiento de las dependencias y entidades, fortalece la transparencia y la rendición de cuentas; y privilegia el uso de medios electrónicos para las contrataciones públicas.

En 2012: Se consolidó como una herramienta totalmente transaccional que permite realizar contrataciones electrónicas, organizar y clasificar la información histórica de los procedimientos para su seguimiento y evaluación. Asimismo, se confirmó su potencial como herramienta que hace posible recibir de manera ágil cotizaciones en línea, lo que ha permitido fortalecer la eficiencia de los procesos administrativos de contratación gubernamental, al tiempo que mejora la calidad en el proceso de abastecimiento de las instituciones públicas, genera ahorros importantes y apoya la transparencia y la rendición de cuentas en el ejercicio de los recursos públicos.

Las contrataciones registradas entre enero y junio de 2012, tuvo el siguiente comportamiento: 
· Se realizaron 30,836 procedimientos de contratación pública por un monto de 71,042 millones de pesos. El 69% de los contrato se realizaron por adjudicación directa, 19% a través de licitaciones públicas y 12% por invitación a cuando menos tres personas. Por monto de las contrataciones, 49% se realizó mediante licitación pública, 35% por adjudicación directa y 16% se llevó a cabo mediante el procedimiento de invitación a cuando menos tres personas. 

· Desde junio de 2010 (fecha en que fue liberada la nueva plataforma CompraNet) y hasta junio de 2012 se ha capacitado en el uso de CompraNet a 7,98 operadores de 3,230 unidades compradoras y se habilitó en el sistema 67,420 proveedores y contratistas nacionales e internacionales que participan en los procedimientos de contratación, los cuales al momento de formalizar su contratación y validar la información correspondiente, son inscritos en el Registro Único de Proveedores y Contratistas (RUPC).

Con este sistema se persiguen los siguientes fines:
· Contribuir a la generación de una política general en la AFP en materia de contrataciones.

· Propiciar la transparencia y seguimiento de las adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público.

· Generar la información necesaria que permita la adecuada planeación, programación y presupuestación de las contrataciones públicas, así como su evaluación integral.

Dentro de las transacciones que hoy en día es capaz de llevar a cabo la herramienta, se menciona la publicación de:

· Proyecto de convocatoria.

· Convocatoria.

· Resumen de convocatoria.

· Actas de juntas de aclaraciones y de apertura de proposiciones por medios electrónicos.

· Recepción de ofertas electrónicas en formatos predeterminados.

· Acta del fallo.

· Datos relevantes de contratos.

· Convenios modificatorios. 

· Solicitudes previas de información (SDI) a licitantes.

· Procedimiento de contratación.

Considerando los significativos avances que presenta CompraNet y su posicionamiento a nivel internacional y con el objeto de que dicha herramienta sea un medio vanguardista y su información sea completamente explotable para impulsar la transparencia, la rendición de cuentas y el ejercicio eficiente y eficaz del gasto, hoy en día se cuenta con una herramienta adicional para la extracción de información que almacena CompraNet (Bussiness Intelligence -BI- por sus siglas en inglés) sobre las contrataciones públicas, el cual permite ofrecer información de manera oportuna y ordenada a todos los agentes económicos sobre los procedimientos de contratación pública.

El sistema BI de CompraNet administra y explota la información contenida en los sistemas de CompraNet y PAAASOP destinados a la gestión de la planeación, contratación, control y seguimiento de las compras del gobierno y servicios relacionados con las mismas, de tal manera que proporciona información oportuna, confiable y automatizada a través de indicadores, informes, estadísticas, tableros de control y demás herramientas; con el objetivo de facilitar la toma de decisiones y transparentar el uso de los recursos públicos de las contrataciones públicas.

El sistema dispone de los siguientes módulos:
1. Inicio: Módulo de acceso al sistema que dispone de información general de CompraNet.

2. Programas Anuales: Contiene información relativa a la programación de las adquisiciones, arrendamientos y servicios así como de las obras públicas y servicios relacionados con las mismas.

3. Procedimientos de Contratación: Contiene toda la información específica de cada proceso de compra que se ha llevado a cabo a través de CompraNet, así como de las personas que intervienen en los procedimientos.

4. Contratos: Presenta sistemáticamente la información específica de los contratos derivados de un procedimiento de contratación registrado en CompraNet.

5. Proveedores y contratistas: Presenta la información específica de los vendedores del gobierno que han sido dados de alta en CompraNet, así como de su actividad y comportamiento en los procedimientos de contratación.

6. Indicadores: Que permiten la consulta de una serie de medidas de efectividad, que de acuerdo a una fecha concreta y permitiendo el filtrado de la información por dependencia o entidad, muestra el comportamiento respecto a una condición dada.

7. PDF’s activos: A través de este módulo se realiza la distribución automática de los tableros de control disponibles para permitir el análisis de los datos contenidos, sin que se requiera disponer de una conexión online con el sistema BI de CompraNet.

8. Consultas no planeadas: Determinados perfiles de usuario tienen la posibilidad de realizar consultas a la medida, sobre los datos contenidos en la base de datos de la herramienta.

CompraNet-IM Contribuye a:
· Generar una política general de contrataciones públicas, al alinear los programas anuales (objetivos) con la operación;

· Propiciar la transparencia y seguimiento de las contrataciones públicas, y

· Generar la información necesaria para la planeación, programación, presupuesto y evaluación integral de las contrataciones.
I. RECOMENDACIÓN
Fortalecer los sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado en el Poder Judicial de la Federación.
II. MEDIDAS ADOPTADAS
· Complementar, por parte de las autoridades correspondientes, el Acuerdo General de Administración 6/2001 de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Acuerdo General 75/2000 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, estableciendo mecanismos de control social de la actividad contractual, tales como veedurías ciudadanas, a efecto de fortalecer el control de dicha actividad.
a) Expedición de leyes

· Acuerdo General 6/2009 que establece las bases para que las adquisiciones, arrendamiento de bienes muebles, prestación de servicios, obra pública y los servicios relacionados con la misma, se ajusten a los criterios contemplados en el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, documento que abrogó
 el diverso 75/2000 e incluyó en su artículo 12 la figura de Asistencia de Terceros los cuales pueden ser personas física u organizaciones no gubernamentales con las facultades que más adelante se señalan, pero bajo un esquema de verdaderos observadores y fiscalizadores sociales, publicado el 30 de marzo de 2009.
· Acuerdo 29/2012 que adicionó los artículos a través de los cuales se establecieron diversos mecanismos que permiten la participación de testigos sociales en los procedimientos de adjudicación, en aras de continuar fortaleciendo la transparencia e imparcialidad en las adjudicaciones que en materia de adquisiciones, arrendamientos de bienes muebles, prestación de servicios y obra pública que lleva a cabo el Consejo, publicado el 16 de octubre de 2012:

I. RECOMENDACIÓN
Adoptar, a través de la autoridad correspondiente, una regulación integral sobre protección de los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con la Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno, la cual podría incluir entre otros los siguientes aspectos.

II. MEDIDAS ADOPTADAS
a) Medidas adicionales para la protección de testigos, que otorguen a éstos las mismas garantías que sean previstas para los denunciantes.
b) Mecanismos que faciliten la cooperación internacional respecto a lo anterior, cuando sea pertinente. 
c) Simplificar la solicitud de protección del denunciante.

d) Medidas adicionales para la protección de testigos, que otorguen a éstos las mismas garantías que sean previstas para los denunciantes.

e) Mecanismos que faciliten la cooperación internacional en las materias anteriores, cuando sea pertinente.
c)  Elaboración y tramitación de proyectos de ley

En relación con los incisos a y b cabe destacar que se han presentado las siguientes iniciativas al Congreso de la Unión:

· Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la LFRASP, presentada el 3 de marzo de 2011, por el Ejecutivo Federal, tiene como propósito fundamental proteger a los denunciantes y personas que aporten información en los procedimientos previstos en dicha Ley; estableciendo al efecto la posibilidad de que las quejas y denuncias sean presentadas en forma anónima, así como medidas para asegurar las condiciones laborales de los servidores públicos que formulen denuncias en relación con actos de corrupción de los que tengan conocimiento. 
El contenido principal pretende:
a) Facilitar la denuncia de aquellos actos que contravengan los principios que rigen el ejercicio de la función pública;

b) Proteger a los denunciantes y a las personas involucradas en la investigación o auditoría; y

c) Precisa el catálogo de obligaciones de los servidores públicos.
· Esta iniciativa fue turnada para dictamen a las Comisiones  de Gobernación y Estudios Legislativos, aprobada el 12 de abril de 2011; la Cámara de Diputados recibe la Minuta el 14 de abril de 2011, misma que se encuentra pendiente de aprobación.
· Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma los artículos 22, 73, 79, 105, 107, 109, 113, 116 y 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada el 15 de noviembre de 2012, la cual fue turnada para Dictamen a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos, primera, con opinión de Gobernación, Anticorrupción y Participación Ciudadana, pendiente de aprobación, cuyos temas fundamentales son:
a) Crear la Comisión Nacional Anticorrupción y sus homólogas en las entidades y el Distrito Federal, como organismos públicos autónomos, con personalidad jurídica y patrimonio propios;

b) Facultar al Congreso de la Unión para expedir leyes en materia de combate a la corrupción, se determina la expedición de una Ley Federal Anticorrupción y se establece que la misma será aplicable a la Federación, las entidades federativas y el Distrito Federal;

c) Prescribir que la Comisión Nacional Anticorrupción dará vista al Ministerio Público cuando en sus indagaciones encuentre actos presumiblemente constitutivos de delito y estará facultada para coadyuvar en la investigación.

d) Proponer que la Comisión Nacional Anticorrupción estaré integrada por cinco comisionados designados por el Ejecutivo Federal, por el periodo de siete años, pudiendo ser objetados por las dos terceras partes presentes del Senado en los 30 días posteriores; y

e) Crear de Consejo Nacional de Ética Pública como un órgano interinstitucional.
· Iniciativa con proyecto de Decreto que adiciona en inciso 16 al numeral primero del artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales , presentada el 25 de julio de 2012, la cual fue turnada para Dictamen a la Comisión de Justicia de la Cámara de Diputados, pendiente de aprobación, cuyo objeto es calificar como graves los delitos cometidos por servidores públicos -concusión, ejercicio abusivo de funciones, cohecho, peculado, enriquecimiento ilícito-, de forma tal que permitan la reparación del daño y la recuperación de los recursos públicos.

Por otra parte, el 8 de junio de 2012 se publicó en elDOF, el Decreto por el que se expide la Ley Federal para Personas que Intervienen en el Procedimiento Penal y se reforma el artículo 31 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, misma que tiene por objeto establecer las medidas y procedimientos que garanticen la protección y atención de personas intervinientes en el procedimiento penal, cuando se encuentren en situación de riesgo o peligro por su participación o como resultado del mismo.
I. RECOMENDACIÓN:
Evaluar la necesidad de modificar la tipificación de la figura penal del Cohecho prevista en el artículo 222, fracción II, del Código Penal Federal, en lo que se refiere al elemento de espontaneidad contenido en dicha norma, a la luz de lo previsto en el párrafo b) del artículo VI.I de la Convención. 

II. MEDIDAS ADOPTADAS:
La espontaneidad es una conducta voluntaria que realiza el sujeto activo al momento de dar y ofrecer el dinero o cualquier dadiva, para que el servidor público haga u omita un acto justo o injusto relacionado con sus funciones, es decir, la relación entre esa conducta y la finalidad que se pretende con la misma, son los elementos que deben acreditarse en el tipo penal.

Ahora bien, si se elimina la espontaneidad del tipo penal de cohecho, el delito que se configura sería el de extorsión, de conformidad con lo señalado en el artículo 390 del Código Penal Federal:

“Al que sin derecho obligue a otro a dar, hacer, dejar de hacer o tolerar algo, obteniendo un lucro para sí o para otro causando a alguien un perjuicio patrimonial, se le aplicarán de dos a ocho años de prisión y de cuarenta a ciento sesenta días multa…”.

Además, se estima innecesaria la modificación del art. 222 bis del Código Penal Federal, pues en el supuesto de que este elemento obstaculizara la configuración del delito por cuanto se refiere a la persona que entregó el dinero o la dádiva a requerimiento, su conducta no quedaría impune conforme lo previsto en el artículo 212, último párrafo, de dicho ordenamiento, que establece lo siguiente:

“Artículo 2012…

Se impondrán las mismas sanciones previstas para el delito de que se trate a cualquier persona que participe en la perpetración de alguno de los delitos previstos en este Título o el subsecuente.”

C. TERCERA RONDA DE ANÁLISIS:
I. 
RECOMENDACIÓN: 

Fortalecer  las normas y medidas para la negación o impedimento de beneficios tributarios por pagos que se efectúen en violación de la legislación contra la corrupción. 
II.
MEDIDAS ADOPTADAS: 
· Considerar adoptar las medidas que estime apropiadas para facilitar a las autoridades competentes la detección de sumas pagadas por corrupción, en caso de que éstas se pretendan utilizar para obtener beneficios tributarios, tales como las siguientes:
· Continuar desarrollando manuales, guías o lineamientos que las orienten acerca de la manera en la que debe efectuarse la revisión de los trámites relacionados con los beneficios tributarios, para que puedan cerciorarse de que las mismas reúnen los requisitos establecidos, verificar la veracidad de la información en ellas suministrada, y constatar el origen del gasto o pago en el que se fundamenten. 

b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas.

· Emisión de un criterio normativo sobre la no deducibilidad de pagos por cohecho.

En el ámbito fiscal, con el propósito de fortalecer la legislación tributaria, de acuerdo a estándares internacionales, en relación con la improcedencia legal para deducir pagos por cohecho y prevenir el soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros, el Servicio de Administración Tributaria (SAT) emitió el 23 de julio de 2012 el criterio normativo 60/2012/ISR “Dádivas a servidores públicos. No son deducibles para los efectos del impuesto sobre la renta”. El objetivo de este criterio es confirmar explícitamente que los pagos por cohecho a servidores públicos no son deducibles para fines fiscales. Lo anterior de conformidad al artículo 32, fracción III de la Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR).

El criterio citado se difunde en términos del artículo 33, penúltimo párrafo, del Código Fiscal Federal y de la Regla 1.2.14.3 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2012 en la página web del SAT www.sat.gob.mx y específicamente en el siguiente vínculo: 
 http://www.sat.gob.mx/sitio_internet/informacion_fiscal/legislación/criterios_normativos/default.asp    
· Actualización de las Estrategias para detectar el cohecho nacional e internacional.

Para cumplir con esta medida, el(SAT), con base en el contenido del “Manual de la OCDE para Inspectores Fiscales sobre la Detección del Cohecho”, actualizó el “Manual del Auditor para la Detección de Cohecho Nacional e Internacional”, ahora “Estrategias para Detectar el Cohecho Nacional e Internacional”, las cuales son parte de las “Estrategias de Fiscalización del Auditor” (EFA). El objetivo de este documento es dar a conocer a los auditores fiscales las herramientas para detectar e identificar el cohecho durante las revisiones fiscales.

Por otra parte, con el fin de fortalecer el enfoque del personal auditor para la detección de casos de cohecho, mediante el Comunicado ACOFN/SIMA/o1/2013 de fecha 11 de febrero de 2013, se informó a las unidades administrativas centrales y regionales, sobre la incorporación dentro del Sistema de Monitoreo de Auditorías (SIMA), el cual constituye una herramienta establecida en las  Estrategias de Fiscalización para el Auditor, de la actividad denominada “Procedimientos para la Detección del Cohecho”.
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer  las normas y medidas para la negación o impedimento de beneficios tributarios por pagos que se efectúen en violación de la legislación contra la corrupción. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· Continuar desarrollando programas de capacitación diseñados específicamente para alertar sobre las modalidades utilizadas para disfrazar pagos por corrupción e instruirlas sobre la manera de detectar dichos pagos en los trámites relacionados con los beneficios tributarios. 
d) Realización de actividades de capacitación.

· Capacitación sobre la detección del cohecho nacional e internacional.
El SAT emprendió una jornada de capacitación a nivel nacional sobre la detección del cohecho nacional e internacional  en las 66 administraciones locales de auditoría fiscal a un total de 1,994 servidores públicos. Este curso tuvo como objetivo presentar a los auditores fiscales las herramientas técnicas contenidas en las Estrategias para Detectar el Cohecho Nacional e Internacional en el ejercicio de sus facultades de comprobación, así como promover  la obligación de denunciar el delito de cohecho ante las autoridades de procuración de justicia.

Para reforzar dicha capacitación, en 2011, se capacitaron a 3,545 y en 2012 a 2,212 servidores públicos en la misma materia.

Finalmente, cabe señalar, que la Administración General de Auditoría Fiscal Federal (AGAFF) adquirió el compromiso interno de incluir cada año dentro del Programa Integral de Formación (PIF), el curso denominado “Detección del Cohecho Nacional e Internacional”, a fin de capacitar a todo el personal auditor, incluyendo los de nuevo ingreso.

Por otra parte, el 6 de marzo de 2013 se impartió el curso: “Aspectos Generales y Relevantes de los Delitos Fiscales”, el cual permitió a los participantes identificar la plataforma conceptual de los delitos fiscales y la defraudación fiscal, las distintas etapas del Procedimiento Penal Federal y la Competencia de las Autoridades que intervienen en el proceso penal fiscal. Dicho curso está dirigido a todo el personal de la Administración General de Grandes Contribuyentes (AGGC) y forma parte del Programa Integral de Formación (PIF).

· Capacitación sobre el Código de Conducta.

Asimismo, para fortalecer el combate a la corrupción, en 2012, se creó el Comité de Ética del SAT, el cual es un órgano de consulta y asesoría especializada que coadyuvó en la emisión del nuevo Código de Conducta, cuyo eje rector es la transparencia y la legalidad, además de ser una herramienta indispensable en el desempeño de las funciones de los servidores públicos del SAT. Este Código se difundió mediante comunicado oficial del 9 de julio del citado año y se capacitó de manera obligatoria a todo el personal de la institución. El Código se puede encontrar en el siguiente vínculo:

ftp://ftp2.sat.gob.mx/asistencia_servicio_ftp/publicaciones/poanco/Conducta_SAT.pdf
I. RECOMENDACIÓN
Fortalecer las normas y medidas para la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS.
Medidas sugerida

Continuar realizando campañas de concientización y de promoción de la integridad destinadas al sector privado y considerar adoptar medidas tales como elaboración de manuales y guías que orienten a las empresas sobre las buenas prácticas que deban ser implementadas para prevenir la corrupción. 

f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional.

Con el objeto de fortalecer el grado de conciencia sobre el delito de cohecho nacional e internacional, así como de la corrupción en general entre los servidores públicos, contribuyentes, sector privado y ciudadanos en general, el SAT continúa de manera permanente con su campaña de difusión electrónica a través del Portal Anticorrupción en su  página web.  Asimismo, se creó un sitio específicamente sobre las convenciones internacionales anticorrupción que incluye información relevante sobre las mismas.

http://www.sat.gob.mx/que_sat/Paginas/conevenios_internacionales_anticorrupcion.aspx 
En este sitio se encuentra publicada de manera permanente, entre otras cosas, la siguiente información:

· La Guía de Buenas Prácticas sobre Controles Internos, Ética y Cumplimiento de Normas, la cual compila las mejores prácticas que pueden desarrollarse en las empresas, así como de Medidas para Prevenir y Detectar el Soborno a Servidores Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales.

ftp://ftp2.sat.gob.mx/asistencia_servicio_ftp/publicaciones/poanco/GuiaBuenasPracticasOCDE.pdf 
· Mecanismos de denuncia tales como: 1) Sistema de captación de denuncias en línea, 2) correo electrónico: denuncias@sat.gob.mx, 3) recepción de denuncias telefónicas desde cualquier parte de la República Mexicana 01 800 DELITOS (01 800 335 48 67), 4) denuncias desde Norteamérica al (1 877 44 88 728).

http://www.sat.gob.mx/sitio_internet/transparencia/anticorrupcion/112_15331.html 
· La existencia de teléfonos rojos para denunciar un posible acto de corrupción o cualquier aspecto que pueda considerarse como un abuso o acto ilícito cometido por servidores públicos de la institución, éstos están ubicados estratégicamente en las aduanas, puntos de revisión, oficinas de las administraciones locales de servicios al contribuyente y en módulos de servicios tributarios del SAT. 

http://www.sat.gob.mx/sitio_internet/transparencia/anticorrupcion/112_17018.html 
· Los trípticos y carteles sobre el contenido de las Convenciones Internacionales  que se repartieron de manera impresa a nivel nacional en las Administraciones Locales de Servicio al Contribuyente, Administraciones Locales de Auditoría Fiscal Federal, Administraciones Regionales de la Administración General de Evaluación y en las Aduanas del país. Asimismo, en dichos documentos se enfatiza la obligación de denunciar ante las autoridades de procuración de justicia el soborno nacional e internacional.

ftp://ftp2.sat.gob.mx/asistencia_servicio_ftp/publicaciones/folletos09/TripOCDE.pdf 
ftp://ftp2.sat.gob.mx/asistencia_servicio_ftp/publicaciones/folletos09/triptico_anticohecho.pdf 
ftp://ftp2.sat.gob.mx/asistencia_servicio_ftp/publicaciones/folletos09/cartel_anticohecho.pdf  
· La lista de gastos no deducibles conforme a lo establecido en los artículos 32 y 173 de la Ley del Impuesto sobre la Renta y los artículos 31 y 172 de la misma Ley, los cuales refieren a la lista de requisitos de las deducciones autorizadas.
 http://www.sat.gob.mx/sitio_internet/transparencia/anticorrupcion/112_18607.html 
I. RECOMENDACIÓN
Fortalecer las normas y medidas para la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros. 

II. MEDIDAS ADOPTADAS.
· Continuar realizando campañas de concientización y de promoción de la integridad destinadas al sector privado y considerar adoptar medidas tales como elaboración de manuales y guías que orienten a las empresas sobre las buenas prácticas que deban ser implementadas para prevenir la corrupción.
a) Expedición de leyes
El 11 de junio de 2012 se expidió la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas, que tiene por objeto sancionar desde el punto de vista administrativo a los particulares, nacionales o extranjeros, que como licitantes o participantes en los procedimientos de contratación de carácter federal, cometan actos de corrupción,  en la que se contemplan mecanismos de denuncia, por parte de los particulares y de las instituciones públicas, a través de los servidores públicos. Dichas disposiciones fueron incorporadas en el Prontuario de disposiciones jurídicas de la Secretaría de la Función Pública y difundidas -para conocimiento y aplicación de los servidores públicos- en la red institucional de intranet de esta Dependencia.
Asimismo establece sanciones administrativas a las personas físicas y morales que incurran en un acto de corrupción en el proceso de contrataciones públicas, incluyendo sanciones significativas para disuadir la corrupción desde las empresas. Asimismo, en su artículo 33 esta ley establece a los mecanismos de autorregulación que pueden ser adoptados por las empresas, tales como un Programa de Integridad Empresarial y controles internos.

d) Realización de actividades de capacitación
· Organización de 8 eventos dirigidos al sector privado con la finalidad de sensibilizar sobre la integridad empresarial y dar a conocer la estratégica de combate a la corrupción de la Secretaría de la Función Pública, contando con la participación de 400 representantes de empresas u organismos empresariales.
· Participación en 12 eventos dirigidos al sector privado con la misma finalidad, en los cuales en total participaron cerca de 2000 representantes de empresas u organismos empresariales. Entre ellos destaca la participación en el Comité Organizador del 8º y 9º Congreso Internacional de Responsabilidad Social Empresarial, evento que se realiza anualmente bajo el liderazgo de COMPITE (consultora de negocios para Pymes), en coordinación con la Secretaría de Economía y otros 26 organismos públicos, empresariales y educativos que conforman el Comité de referencia, entre los que destacan la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS), la Secretaría de Turismo (SECTUR), la Confederación de Cámaras Industriales (CONCAMIN), la Confederación Nacional de Cámaras Nacionales de Comercio (CONCANACO), la Cámara Nacional de la Industria de la Transformación (CANACINTRA), el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT), Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), el Instituto Politécnico Nacional (IPN), el Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey (ITESM) y el Centro para la Responsabilidad y Sustentabilidad de la Empresa (IDEARSE), entre otros.

· Realización en 2011 de un Taller de Integridad Empresarial para sensibilizar en la materia y dar a conocer pasos y experiencias exitosas en el diseño e implementación de un Programa de Integridad Empresarial, organizado por la SFP en conjunto con la Barra Mexicana Colegio de Abogados, la Asociación Nacional de Abogados de Empresa (ANADE), el Pacto Mundial de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en México, la Cámara de Comercio Internacional Capítulo México y el Comité Nacional de Productividad e Innovación Tecnológica (COMPITE), en el cual participaron 70 representantes de empresas en la instrumentación de programas de integridad, impactando a sectores como el farmacéutico, alimenticio, de consultoría, de autotransporte y energético.
· En 2012 se creó un Curso de Integridad Empresarial en línea en conjunto con el ITESM, una guía gratuita para pequeñas y medianas empresas (PYMEs) sobre los instrumentos nacionales (leyes nacionales) e internacionales (convenciones anticorrupción) para el sector privado, así como los pasos a seguir para implementar un Programa Anticorrupción. A través del curso también se procura sensibilizar sobre la importancia de combatir la corrupción desde la iniciativa privada. Liga del curso:
 
http://www.cca.org.mx/funcionarios/emprendegestionpublica/curso_tran3.html 
f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional

En 2012, se incluyó en la página de Internet del Sistema de Información Empresarial Mexicano (SIEM), - que es un sistema central de información de empresas de la Secretaría de Economía, que cuenta con aproximadamente 720,695 registros de pequeñas, medianas y grandes empresas - un Módulo de Combate a la Corrupción para dar a conocer y sensibilizar sobre las Convenciones Internacionales Anticorrupción. : Liga de Internet http://www.siem.gob.mx/siem/Anticohecho/CombateCorrupcion.asp
I. RECOMENDACIÓN

Fortalecer las normas y medidas para la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros.

II. MEDIDAS ADOPTADAS
a) Expedición de leyes.
La Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas fue publicada en el DOF el 11 de junio del 2012, es de orden público y de interés general y tiene por objeto:

· Establecer las responsabilidades y sanciones que deban imponerse a las personas físicas y morales, de nacionalidad mexicana y extranjeras, por las infracciones en que incurran con motivo de su participación en las contrataciones públicas de carácter federal previstas en esta Ley, así como aquéllas que deban imponerse a las personas físicas y morales de nacionalidad mexicana, por las infracciones en que incurran en las transacciones comerciales internacionales previstas en esta Ley, 
· Regular el procedimiento para determinar las responsabilidades y aplicar sanciones. 

· Establecer las autoridades federales competentes para interpretar y aplicar esta Ley.

Esta Ley atiende a la necesidad de crear un mecanismo de combate a la corrupción en el sistema de contrataciones públicas. Cabe mencionar que esta Ley es aplicable a PEMEX y a su régimen específico. El aspecto material de la Ley está determinado por el concepto de contrataciones públicas de carácter federal en un sentido que incluye actos previos y derivados así como concesiones y permisos, así como cualquier otra autorización o trámite relacionado con las contrataciones públicas es decir, el alcance en las materias más sensibles a la corrupción.

Resulta de especial relevancia, puntualizar el ámbito de aplicación de la Ley, ya que éste efectivamente se centra en el ámbito de las contrataciones públicas, pero éstas se encuentran definidas en la iniciativa con un concepto amplio, en términos de:

· Adquisiciones en general

· Arrendamientos

· Servicios de cualquier naturaleza

· Obra pública y los servicios relacionados con ésta.

· Permisos

· Concesiones. En las que se incluyen todos los sectores productivos de nuestro país, tales como comunicaciones (carreteras), telecomunicaciones, minas, puertos, aeropuertos, etc. 

Con la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas, se combatirá la corrupción en sectores altamente productivos del Estado Mexicano, por lo que se espera que el resultado incida en el incremento de la competitividad de nuestro país al tener un sistema sancionador eficiente, que inhiba las prácticas de corrupción más comunes.Entre otras cosas contempla:
· El fomento a la denuncia, con la posibilidad de que esta sea anónima o derivada de fuentes internacionales, a efecto de incentivar a la sociedad para que haga del conocimiento sobre la comisión de presuntos actos de corrupción.

· La construcción de tipos administrativos sancionadores que regulan de forma específica los actos de corrupción que actualmente tienen alto índice de ocurrencia y que generan todo tipo de efectos perjudiciales (compras costosas, baja participación en los procedimientos, y detrimento de la competitividad del país, crecimiento económico dispar al potencial de país entre otros).

· Los tipos administrativos regulados no sólo prevén casos de corrupción pública, entendida esta como aquella en la que está involucrado algún servidor público (cohecho, extorsión, tráfico de influencias) sino también casos de corrupción privada (colusión y simulación relativa y absoluta).

· Establece sanciones ejemplares, que van de los mil a cincuenta mil veces el salario mínimo diario general vigente en el DF y de tres meses hasta ocho años de inhabilitación; así como de diez mil hasta dos millones de veces el salario mínimo diario vigente en el DF y de tres meses hasta ocho años de inhabilitación para las personas morales.

· Reducción de sanciones, como una mecanismo innovador que otorgue flexibilidad para que la autoridad cuente con la colaboración de los particulares involucrados en actos de corrupción y que encuentren atractivo no resistir a la investigación y confesar su culpabilidad a cambio de una sanción menor.
I. RECOMENDACIÓN: 
Considerar la utilización de la Convención Interamericana contra la Corrupción para los propósitos de extradición en casos de corrupción, lo cual podría consistir, entre otras medidas, en la implementación de programas de capacitación sobre las posibilidades de aplicación que ofrece la misma, diseñados específicamente para las autoridades con competencias en esta materia. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS: 

No obstante que dentro de las solicitudes de extradiciones (activas y pasivas) en las que México ha intervenido no se ha invocado la Convención Interamericana contra la Corrupción, ello no es impedimento para hacerlo en alguna investigación que se encuentre relacionada con los delitos previstos en dicho instrumento jurídico internacional. Sin embargo, cabe destacar que dado que México tiene suscritos tratados bilaterales en materia de extradición con la mayoría de los países firmantes de dicho instrumento multilateral, hasta el momento se continúan aplicando preferentemente los tratados bilaterales, asumiendo que ambas Partes sancionan penalmente la conducta imputada al presunto extraditable, cumpliendo con el requisito de la doble criminalidad, indispensable para la procedencia de los pedimentos de extradición internacional.

Asimismo, de la revisión de los casos de extradición que se han atendido del 18 de diciembre de 2010 al 17 de marzo de 2013, no se encontraron antecedentes de solicitudes de extradición (pasivas y/o activas) relacionadas con delitos de corrupción en los que se haya invocado dicha Convención como base jurídica para su desahogo.

I. RECOMENDACIÓN: 
Continuar dando atención a la detección e investigación de casos de soborno transnacional, buscando fortalecer las capacidades de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de soborno transnacional, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo.
II. MEDIDAS ADOPTADAS: 

A la fecha México no tiene registrados casos de cohecho a servidores públicos extranjeros, sin embargo, se tienen en curso diversas investigaciones de cohecho internacional, en que presuntamente funcionarios mexicanos fueron sobornados por empresas transnacionales, por lo cual se ha solicitado a los países en que las empresas involucradas tienen su principal asiento de negocios, aporten información para robustecer las investigaciones.

A su vez, el Estado mexicano ha brindado la colaboración requerida vía asistencia jurídica internacional para la prosecución de investigaciones relacionadas con el delito en comento.

I. RECOMENDACIÓN: 
Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de enriquecimiento ilícito, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia.

II. MEDIDAS ADOPTADAS: 

Actualmente se tienen registrados dos casos en los que el Ministerio Público de la Federación (Procuraduría General de la República) ha ejercido acción penal por el delito de Enriquecimiento Ilícito, obteniéndose en ambos casos orden de aprehensión contra los funcionarios involucrados, sin que hasta el momento se haya dictado una resolución por parte del Órgano Jurisdiccional, por encontrarse aún en trámite el  proceso respectivo.

D. CUARTA RONDA DE ANÁLISIS:
SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA
I. RECOMENDACIÓN:
Adoptar las medidas pertinentes para identificar y corregir los vacíos y contradicciones existentes en el marco jurídico interno de las entidades frente a las que los OIC ejercen sus labores de supervisión y control, al igual que para poder intercambiar con regularidad criterios de aplicación de dicha normativa con los juzgadores y tribunales que tienen competencia para esto. 
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas: 

· Acuerdo por el que se establecen las Disposiciones Generales para la Realización de Auditorías, Revisiones y Visitas de Inspección y su modificación, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2010 y 16 de junio de 2011.

· Acuerdo por el que se expide el Manual Administrativo de Aplicación General en Materia de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y sus modificaciones, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 9 de agosto de 2010, el 27 de junio de 2011 y el 21 de noviembre de 2012.

· Acuerdo por el que se expide el Manual Administrativo de Aplicación General en Materia de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas y sus modificaciones, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 9 de agosto de 2010, el 27 de junio de 2011 y el 21 de noviembre de 2012.

· Acuerdo por el que se emiten las Disposiciones en Materia de Control Interno y se expide el Manual Administrativo de Aplicación General en Materia de Control Interno y sus modificaciones, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2010, 11 de julio de 2011 y 27 de julio de 2012.

· Acuerdo por el que se expide el Manual Administrativo de Aplicación General en Materia de Recursos Financieros y su modificación, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 15 de julio de 2010 y 15 de julio de 2011.

· Acuerdo por el que se establecen las disposiciones en Materia de Recursos Materiales y Servicios Generales y sus modificaciones, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 16 de julio de 2010, el 20 de julio de 2011 y el 3 de octubre de 2012.

· Acuerdo por el que se emite el Manual Administrativo de Aplicación General en Materia de Transparencia y de Archivos, y sus modificaciones, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2010, el 27 de julio de 2011 y el 23 de noviembre de 2012.

· Acuerdo por el que se emiten las Disposiciones en las materias de Recursos Humanos y del Servicio Profesional de Carrera, y se expiden el Manual Administrativo de Aplicación General en materia de Recursos Humanos y Organización, y el Manual del Servicio Profesional de Carrera y sus modificaciones, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2010, 29 de agosto de 2011 y 6 de septiembre de 2012.

· Acuerdo por el que se establecen las disposiciones administrativas en materia de tecnologías de la información y comunicaciones y de seguridad de la información, y se expide el Manual Administrativo de Aplicación General en esas materias, así como sus modificaciones, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 13 de julio de 2010; 6 de septiembre y 29 de noviembre de 2011 y 22 de agosto de 2012.

I. RECOMENDACIÓN: 
Adelantar las gestiones pertinentes ante las autoridades de alto nivel de las entidades frente a las que los Órganos Internos de Control ejercen sus labores de supervisión y control, a efecto de superar las dificultades relativas a la falta de apoyo para el seguimiento de sus recomendaciones, falta de una cultura de administración de riesgos, limitación en la implementación de los manuales administrativos promovidos por la Secretaría de la Función Pública (SFP), y carencia de mecanismos de evaluación de la ejecución del presupuesto basado en resultados. 
f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional.

· Incorporación por parte de la SFP del Modelo de Administración de Riesgos (MAR), como un instrumento sólido de planeación y focalización de las actividades en materia de supervisión y control, en los “Lineamientos Generales para la formulación de los Programa de Trabajo de los OIC” (Documento normativo).

· Se instituyó en cada OIC, la celebración de un foro denominado Taller de Enfoque Estratégico (TEE), con la participación de las áreas que conforman el OIC (Auditoría Interna, Quejas, Responsabilidades y Auditoría para Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública), en el cual se valoran los riesgos que podrían afectar el cumplimiento de las metas y los objetivos de las instituciones públicas; y se identifican los factores de riesgos, así como la programación de las estrategias que permitan una adecuada administración de los mismos.

· El siguiente cuadro resume los resultados del ejercicio de evaluación de riesgos llevado a cabo por los OIC en 2011, y que sirvieron como base para la formulación de sus estrategias para el ejercicio 2012.
	Sector
	No. de instituciones
	Riesgos registrados1/
	Factores registrados

	Total
	212
	936
	2,853

	Desarrollo Económico
	39
	179
	548

	Desarrollo Social y Recursos Renovables
	28
	92
	273

	Educación y Cultura
	57
	245
	714

	Energía
	14
	82
	259

	Hacienda
	21
	121
	354

	Salud, Trabajo y Seguridad Social
	35
	132
	443

	Seguridad Nacional
	17
	82
	252

	IFAI
	1
	3
	10

	1/ Se incluyen únicamente los riesgos de cuadrante I para los cuales se tienen factores de riesgo asociados, a través de los que se establecieron las estrategias a implementarse durante el ejercicio 2012 por parte de los OIC.


I. RECOMENDACIÓN
Realizar actividades de capacitación para los funcionarios los OIC, encaminadas a mejores prácticas para el combate a la corrupción. 
d) Realización de actividades de capacitación.

· En el ejercicio 2012 se capacitó a un total de 3,020 servidores públicos de los Órganos Internos de Control, en el tema de Cultura de la Legalidad.
· Durante 2011 y 2012 se capacitaron alrededor de 1400 servidores públicos en materia de Transparencia, Acceso a la Información y Archivos.

I. RECOMENDACIÓN.
Adoptar las medidas pertinentes para agilizar la toma de decisiones en relación con los casos investigados en materia de verificación de evolución patrimonial que se encuentran “en integración”. 
g) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas.

Creación del Sistema de Alertas.

El Sistema de Alertas se encuentra conectado al similar denominado Declaranet, que posibilita desarrollar eficiente y oportunamente análisis de evolución patrimonial de servidores públicos en asuntos que tienen elementos suficientes para establecer presunto Enriquecimiento Ilícito. 

Lo anterior posibilita que los análisis de evolución patrimonial sean turnados a la Dirección General de Responsabilidades de Servidores Públicos para que se inicie el procedimiento administrativo correspondiente hasta que en caso de ser procedente, se emita la declaratoria ante el Ministerio Público Federal.
· Al respecto se han llevado reuniones entre el personal de la Dirección General Adjunta de Verificación Patrimonial (DGAVP), con la finalidad de delinear las bases sobre las que se implementará el sistema de controles informáticos, pues se busca la creación de una base de datos que facilite la gestión e integración de los expedientes en el procedimiento de verificación.

h) Otras

Reformas a normatividad ya establecida, como en el caso fue el Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública.

· Rediseño del procedimiento de verificación de evolución patrimonial de los servidores públicos.

Usuario Simulado.

La Secretaría de la Función Pública ha puesto en marcha varias estrategias operativas para el combate a la corrupción, una de ellas se denomina “Usuario Simulado”, la cual es coordinada e implementada a través de la Dirección General de Información e Integración (DGII) en coordinación con losOIC, la Procuraduría General de la República (PGR) y la Policía Federal Preventiva (PFP).
Dicha estrategia se caracteriza por brindar atención inmediata a las denuncias ciudadanas, detener en flagrancia a los servidores públicos corruptos y obtener la evidencia probatoria que permita promover ante las instancias correspondientes las sanciones administrativas y penales aplicables.
Mediante la estrategia de Usuario Simulado se han implementado 61 operativos de verificación del cumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos, que fueron realizados a partir de denuncias ciudadanas registradas en 27 instituciones federales, localizadas en 21 entidades del país. En los operativos han resultado involucrados, quienes pretendían obtener beneficios económicos al incurrir en actos de corrupción.

I. RECOMENDACIÓN

Promover las gestiones pertinentes ante otros Estados Parte para acordar actividades de cooperación recíproca relativas a las áreas de intercambio de buenas prácticas, asistencia judicial recíproca, investigaciones conjuntas y técnicas especiales de investigación, respecto de las cuales ha estimado que puede brindar o recibir cooperación. 

e) Realización de actividades de cooperación internacional.

· Realización de una visita oficial de una delegación de funcionario de la Corte de Cuentas de El Salvador; así como el posterior envío de expertos mexicanos a ese país Centroamericano para abordar el tema del modelo de control interno y mapa de riesgos que emplea el gobierno mexicano, para su aplicación al modelo salvadoreño.

· Participación de la “Primera Cumbre Internacional sobre Buenas Prácticas Anticorrupción”, en Bogotá, Colombia. El evento fue organizado por la Procuraduría General de la Nación de la República de Colombia con el apoyo de la Oficina de Naciones Unidas contra las Drogas y el Delito (UNODC).

· Participación en el “Encuentro Latinoamericano Lucha contra la Corrupción Transnacional: ¡Un Compromiso de Todos!”, evento organizado por el Departamento Nacional de Planeación de Colombia, la OCDE y la UNODC, celebrado en Bogotá, Colombia.

· Realización en México, de la Segunda Reunión del Grupo de Trabajo Anticorrupción del G20, el Diálogo de Alto Nivel sobre la lucha contra la corrupción y la Cumbre de Líderes 2012 del G20, en Puerto Vallarta y Los Cabos, respectivamente. Lo anterior en seguimiento a los compromisos adquiridos en el marco de la Presidencia Mexicana del G20 y la Co-presidencia (en conjunto con Reino Unido) del Grupo de Trabajo Anticorrupción del G20.

· Participación en el seminario internacional: “Experiencias innovadoras en Gestión Pública Efectiva y Estrategias de Cooperación Regional”, organizado por la OEA en Washington, D.C., Estados Unidos.

PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
I. RECOMENDACIÓN:
Adaptar las medidas necesarias para evitar la prescripción de casos de competencia de la Visitaduría General de la PGR, relativos a los procedimientos administrativos de responsabilidad grave del  personal sustantivo de la entidad. 
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas: 

La recomendación realizada por parte del grupo evaluador, resulta atendida a través del artículo 75 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de julio de 2012, mismo que entró en vigor a partir del día 24 del mismo mes y año y a través del cual se da la formal creación de la Dirección General de Procedimientos de Remoción en la Visitaduría General de la procuraduría General de la República, por lo que se cuenta con mayor personal especializado, lo que deviene en mejores controles en el seguimiento de los procedimientos para evitar la prescripción de los asuntos (http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regley/Reg_LOPGR.pdf). 
I.   RECOMENDACIÓN:
Agilizar la expedición de las “disposiciones reglamentarias del Servicio Profesional de Carrera Ministerial, Policial y Pericial”, que dispone adoptar la nueva ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. 
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas: 

Es importante destacar que el Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, publicado en 23 de julio de 2012 en el Diario Oficial de la Federación, establece que la entrada en vigor sería 60 días posteriores a su publicación. Es decir el 21 de septiembre de 2012.
El desarrollo de dicho Servicio ha seguido funcionando con el Reglamento del Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, el cual se encuentra vigente, conforme al Artículo SEGUNDO transitorio de la Ley Orgánica de la PGR y con base en los Acuerdos que emite el Consejo de Profesionalización, que es el órgano superior en esta materia, por lo que las etapas de ingreso, desarrollo y terminación del Servicio no se han visto afectadas.

c) Elaboración y tramitación de proyectos de ley: 

El 19 de octubre de 2012 la Dirección General de Análisis Legislativo y Normatividad envió el Anteproyecto de Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Ministerial, Policial y Pericial, a las diversas unidades administrativas de la Procuraduría General de la República, para solicitar las observaciones o en su caso la validación del documento, atendiendo a las facultades que han sido otorgadas con la entrada en vigor del nuevo Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Por lo que, el Proyecto de dicho Reglamento se encuentra en este proceso de análisis.

I.  RECOMENDACIÓN:
Adoptar las medidas apropiadas para que se pueda aplicar a cabalidad la “buena práctica” relativa a los protocolos para todo el personal sustantivo (incluye averiguación previa, proceso penal y amparo e intervención policial y pericial), y para que se imparta la capacitación necesaria sobre los mismos y se haga el debido seguimiento a su aplicación. 
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas: 

Publicación del Acuerdo A/176/12 relativo a la obligación del personal sustantivo de la Procuraduría General de la República para el uso de protocolos de actuación. Esta publicación se realizó en el DOF  el 14 de agosto de 2012. Al momento de publicar el acuerdo, la Institución contaba con 180 protocolos de actuación.

d) Realización de actividades de capacitación
Primera etapa 
Elaboración de los Programas de Capacitación de los Protocolos de Actuación Ministerial, Pericial y Policial, los cuales fueron estructurados por expertos adscritos a las Subprocuradurías, Fiscalías, Servicios Periciales y Policía Federal Ministerial, en colaboración con metodólogos de la Dirección General Adjunta de Planeación de la COPLADII, quienes coordinados por la Dirección General de Formación Profesional, elaboraron 17 programas de capacitación relacionados con los protocolos de actuación.  

Segunda etapa 
Formación de Instructores. Con la finalidad de cubrir la capacitación del personal sustantivo en materia de protocolos, la Dirección General de Formación Profesional impartió del 15 al 19 de octubre de 2012, un curso de Formación de Instructores, proporcionando a 136 servidores públicos adscritos a esta Procuraduría, los conocimientos, herramientas didácticas y pedagógicas necesarias para replicar la capacitación al interior de las Unidades Administrativas.

Tercera etapa
Implementación de la capacitación. La capacitación en materia de protocolos inició el día 22 de octubre y finalizó el 23 de noviembre del año 2012, contando con la participación de 29 Delegaciones, así como las diversas Subprocuradurías, Fiscalías, la Visitaduría General y la Coordinación General de Servicios Periciales, quienes a través de sus enlaces de capacitación proporcionaron la información que se presenta continuación:
	TOTAL DE SERVIDORES PÚBLICOS CAPACITADOS

	Servidores Públicos
	Áreas
	Población

capacitada

	AMPF
	Delegaciones.
	1,889

	
	Área Central (Subprocuradurías, Fiscalías, Visitaduría General).
	    755

	PERITOS
	Servicios Periciales.
	1.045

	
	Total:
	3,689


e) Adaptación o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas:

· En esta materia, es importante hacer notar que la Institución adquirió recientemente una herramienta denominada SIGNAVIO, la cual se tiene previsto emplear para la elaboración de diagramas de proceso utilizando la notación BPMN. Lo anterior permitirá migrar los esquemas de proceso relativos a los protocolos que actualmente se encuentran en Visio a una notación que facilitara su automatización, en la medida de lo posible.

f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional:

· Elaboración de programas de capacitación en cada Unidad Administrativa, con la participación de los expertos en áreas sustantivas y metodólogos.

· Impartición de talleres de Formación de Instructores por parte de expertos en pedagogía de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM). Se priorizó la preparación de grupos de expertos – multiplicadores, para asegurar la eficacia de la capacitación.

· Desarrollo de la capacitación del personal sustantivo en las diversas áreas, impartida por los expertos – instructores con base en los programas elaborados.

· Elaboración de una propuesta preliminar para el rediseño de los protocolos de actuación en el marco del Sistema Penal – Acusatorio.

I. RECOMENDACIÓN:
Adoptar las medidas pertinentes para superar las dificultades que se han presentado en relación con la implementación de la “Estrategia de Administración de Riesgos” de la entidad. 
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas:

1. Para fortalecer la implementación del nuevo modelo de operación de la Policía Federal Ministerial y atendiendo la disponibilidad presupuestal, se emitió el Acuerdo A/118/12, mediante el cual se establecieron los mecanismos para el otorgamiento de incentivos económicos a los agentes de la Policía Federal Ministerial por la ejecución de órdenes de aprehensión o reaprehensión de probables responsables por delitos graves y de delincuencia organizada. 

2. En lo que respecta a los mecanismos para facilitar la participación de la ciudadanía se emitió el Acuerdo A/111/12 por el que se reforman, derogan y adicionan diversos artículos del Acuerdo A/037/02, por el que se crea el Consejo de Participación Ciudadana de la Procuraduría General de la República y se establecen las reglas para su organización y funcionamiento, reformado mediante los Acuerdos A/096/09 y A/012/11 .

d) Realización de actividades de fortalecimiento institucional: 

Las áreas con mayor rezago en la implementación de acciones de mejora correspondientes a la Estrategia de Administración de Riesgos, definieron un plan emergente para reestructurar el calendario y alcance de los productos a desarrollar.
I.  RECOMENDACIÓN:
Adoptar las medidas pertinentes para culminar la implementación en la PGR del proyecto denominado “Programa Justicia Efectiva para Todos”. 
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas: 

El 14 de agosto de 2012, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Oficio Circular C/005/12 por el que se instruye a las unidades administrativas, órganos desconcentrados y a los servidores públicos que los integran, para que en el ámbito de su competencia, apliquen la nueva forma de operar los procesos sustantivos que establece el Programa Justicia Efectiva para Todos (JET), mismo que entró en vigor al día siguiente de su publicación. 

Este instrumento establece la obligación a cargo de los servidores públicos de la PGR de aplicar la nueva forma de operar los procesos sustantivos que establece el JET, mediante el uso de la plataforma tecnológica, la firma electrónica, documentos, expedientes y comunicaciones digitales. Asimismo, dispone la implementación gradual del Programa JET en la institución a nivel nacional, atendiendo a las necesidades y operación de cada unidad administrativa. También precisa que la nueva forma de operar aplicará en diez procesos sustantivos: Investigación delictiva, Proceso penal, Juicio de Amparo, Asistencia Jurídica Internacional, Extradición, Controversias constitucionales, Acciones de inconstitucionalidad, Contradicción de tesis, Juicios federales y Servicios legales.

d) Realización de actividades de fortalecimiento institucional: 

El diseño de la plataforma informática está pensado para adaptarse al sistema penal acusatorio, que adopte el Congreso de la Unión en los próximos años, de conformidad al mandato contenidos en la reforma constitucional en materia de justicia penal y seguridad pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008.

 Una vez concluida la etapa de construcción de la herramienta tecnológica, denominada PROTAGÓN a principios del 2011, se inició la etapa de pruebas y a finales de ese mismo año se realizó el pilotaje en tres áreas sustantivas de la PGR, pasando en 2012 a su implementación.

En el primer bimestre de 2012, se delineó el proyecto de la segunda fase de implementación 2013-2014, para capacitar a todo el personal sustantivo, Agentes del Ministerio Público de la Federación, Supervisores y Oficiales Ministeriales de la Institución, estableciendo como meta un total de 7,550 servidores públicos operando PROTAGON.

e) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas:

El 30 de mayo de 2012, el Comité Consultivo del Programa Justicia Efectiva para Todos, en términos de las funciones conferidas en la Circular número C/001/11 emitida por el Procurador General de la República, por la que se crea el Comité Consultivo del “Programa Justicia Efectiva para Todos” y se establecen sus funciones, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de marzo de 2011, acordó: “… dar continuidad a la implementación del programa ‘Justicia Efectiva para Todos’ conforme al programa de trabajo expuesto…”.

En este contexto, destacan las acciones y resultados siguientes:

· Se capacitó en el uso de la herramienta tecnológica PROTAGON construida en el marco del Programa Justicia Efectiva para Todos a 1,464  Agentes del Ministerio Público de la Federación y Oficiales Ministeriales, adscritos en 9 áreas sustantivas centrales y 32 delegaciones estatales de la Procuraduría General de la República, con lo que se obtuvo una cobertura del 100% en los aspectos funcional, territorial y organizacional y una cobertura del 30% del personal ministerial.

· Se instalaron los enlaces dedicados de telecomunicaciones en 26 delegaciones, lo que permite un mejor desempeño de la herramienta tecnológica PROTAGON, así como disminuir las posibilidades de interrupción al acceso y operación de la misma.

· El 26 de noviembre de 2012, se hizo del conocimiento ante medios de comunicación, la operación de la Procuraduría, en el esquema del Nuevo Modelo de Operación, relativo al Programa Justicia Efectiva para Todos.

· Con corte al 31 de diciembre de 2012, se registraron 13,884 trámites en el sistema denominado PROTAGON. A la fecha se tiene el registro de 15,143 trámites.

· Durante el segundo semestre de 2012, se construyó el Centro Estratégico de Información Ministerial, espacio que cuenta con la más alta tecnología para visualizar información de carácter estratégica, en una sala principal y cinco células de análisis especializado, el cual se alimentará de información estratégica del JET.

· En lo que va del año 2013, el personal sustantivo, en la cobertura referida, continúa desarrollando sus actividades en el sistema tecnológico.

· La institución se encuentra en etapa de preparación para continuar con la implementación del sistema en su totalidad.

I. RECOMENDACIÓN:
Elaborar o precisar, según corresponda, información estadística relativa a las investigaciones iniciadas que permita establecer claramente cuántas se encuentran suspendidas; cuántas han prescrito; cuántas han sido archivadas; cuántas se encuentran en trámite; y cuántas se han turnado al área competente para resolver, en orden a identificar retos y recomendar medidas correctivas. 
e) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas: 

Se solicitó a la Dirección General de Tecnologías de la Información y Comunicaciones (DGTIC) desarrolle en el Sistema Institucional de Información Estadística (SIIE) una pantalla de captura que permita a los Agentes del Ministerio Público de la Federación clasificar la causa por la que se determina el No Ejercicio de la Acción Penal, con el propósito de contabilizar aquellas que se determinan por prescripción del delito, que es la única información solicitada que no se pudo proporcionar.

Se espera que esta modificación esté concluida a finales del mes de marzo para iniciar operaciones el 1° de abril del 2013.
AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN
I. RECOMENDACIÓN:
Considerar regular a través de una norma los criterios para el ejercicio de la facultad de condonar total o parcialmente las multas impuestas, atribuida a la Auditoría Superior de la Federación en el artículo 15, fracción XVII de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación. 
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

Se elaboró el Lineamiento para la Imposición de Multas, en cuyo Capítulo V “Condonación de Multas”, se establece que los auditores especiales podrán condonar total o parcialmente las multas que hubieran impuesto, conforme a lo siguiente:

APÍTU
1) La condonación no constituye recurso u otra instancia en el procedimiento de imposición de multa. Por lo que, la determinación de procedencia o improcedencia a la petición de condonación no admite recurso.

2) Sólo procederá la condonación: 

a. Cuando la multa haya quedado firme.

1. Que no haya sido presentado recurso dentro de los plazos legales.

2. Que exista acuerdo de desistimiento antes de presentar la solicitud de condonación.

 3. Que  habiéndose impugnado la resolución emitida, se haya desechado el medio de defensa por improcedente o lo sobresea, y que no admita ninguna otra instancia, o admitiéndola no se haya presentado dentro de los plazos legales.

b. Cuando se acredite, a juicio del Auditor Especial, una causa justificada para no haber presentado los documentos e información requerida dentro de los plazos estipulados, de acuerdo con los elementos que en su caso el solicitante aporte. 

c. Podrá ser causa justificada entre otras: las circunstancias económicas del infractor, que la demora en la entrega de la información no haya excedido a tres días naturales o cualquier otro elemento atenuante por el que se haya visto impedido de presentar con oportunidad la información requerida.

3) Será improcedente la condonación de multa cuando se reciba petición de condonación y se haya efectuado el pago de la multa.

La presentación de solicitud de condonación suspende la ejecución de la multa. Para tal efecto la ASF comunicará a la TESOFE dicha circunstancia.
I. RECOMENDACIÓN:
Cuando corresponda; fortalecer la coordinación con otros órganos de control, entidades estales o autoridades de todos los niveles y órdenes del Estado, con los que la Auditoría Superior de la Federación deba relacionarse para el cabal cumplimiento de sus funciones, a través de las medidas que estime apropiadas, tales como la adopción e implementación del Sistema Nacional de Fiscalización. 

f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional.

El 30 noviembre de 2010, durante la primera reunión plenaria se pronunció la Creación del Sistema Nacional de Fiscalización (SNF). Actualmente el SNF se integra por la Auditoría Superior de la Federación, la Secretaría de la Función Pública, las 32 Entidades Fiscalizadoras Superiores y 32 Contralorías Estatales. 

El 5 de diciembre de 2011 durante la Segunda Reunión Plenaria, se Crearon Tres Grupos de Trabajo para la puesta en marcha de actividades específicas: Visión Estratégica, Normas Profesionales y Control Interno.

El 23 de octubre de 2012, durante la Tercera Reunión Plenaria, se presentó el Plan Estratégico 2013-2017 delSNF, así como las Bases Generales de Coordinación para Promover el SNF y la Creación del Grupo de Trabajo sobre Responsabilidades para Servidores Públicos.

El Plan Estratégico 2013-2017 delSNF, tiene como misión el Establecer un ambiente de coordinación efectiva entre todos los órganos gubernamentales de fiscalización en el país, con el fin de trabajar bajo una misma visión profesional, con similares estándares, valores éticos y capacidades técnicas, con el fin de proporcionar certidumbre a los entes auditados, así como garantizar a la ciudadanía que la revisión al uso de los recursos públicos se hará de una manera más ordenada, sistemática e integral.

Las Bases Generales de Coordinación firmadas por todos los integrantes del SNF el 23 de octubre de 2013 tienen por objetivo el establecer acciones y mecanismos de colaboración mediante los cuales las partes, en el ámbito de sus respectivas competencias promoverán el intercambio de conocimientos, ideas y experiencias encaminadas a avanzar en el desarrollo del SNF. Favorecer, cuando resulte procedente la homologación de los procesos, procedimientos, técnicas, criterios, estrategias, programas y normas profesionales de auditoría y fiscalización.

Cabe destacar que el pasado mes de abril la Cámara de Diputados aprobó el Decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mismo que se turnó a discusión de la Cámara de Senadores y que tiene como fin primordial el fortalecimiento de las acciones de fiscalización que lleva  a cabo la Auditoría Superior de la Federación. En esta reforma se reconoce a nivel constitucional el Sistema Nacional de Fiscalización ya que actualmente no se encuentra regulado.
I. RECOMENDACIÓN:
Adoptar las medidas pertinentes para agilizar la culminación, por parte de la autoridad competente,  de las averiguaciones previas relativas a las denuncias de hechos formuladas por la Auditoría Superior de la Federación como resultado de la revisión de las Cuentas Públicas de 2006 a 2009. 

f) Actividades de fortalecimiento institucional

La Auditoría Superior de la Federación a través de los servidores públicos competentes y facultados para ello, ha promovido la coadyuvancia en todas y cada una de las denuncias, ante el Ministerio Público de la Federación. En particular, se busca participar en las diversas diligencias aportando datos y retroalimentando a dicho representante social con argumentos y puntos de vista para robustecer las denuncias presentadas.

La Auditoría Superior de la Federación ha promovido mecanismos de coordinación con los servidores públicos de la Procuraduría General de la República a fin de fortalecer el seguimiento de las averiguaciones previas a través de las instancias superiores que coordinan la actuación del Ministerio Público de la Federación y determinar las acciones necesarias para dar agilidad a las averiguaciones y disponer de manera oportuna de los elementos para ello. Estos mecanismos consisten en una mesa de diálogo que se reúne periódicamente con el propósito mencionado.

A nivel organizacional se ha instrumentado la adopción de estructuras de responsabilidad que otorgue a cada abogado dentro del área jurídico penal, un número determinado de expedientes para que a través de él, se dé seguimiento periódico a los asuntos denunciados.

Se ha promovido un seguimiento de asuntos por parte del personal del área jurídico penal ante el Agente del Ministerio Público de la Federación, que permita evaluar los resultados del mismo ante dicha instancia.

Existe la política de presentación de los recursos de inconformidad previstos en el Código Penal Federal así como en su caso, para la presentación de Juicios de Amparo en contra de las determinaciones de No ejercicio de la acción penal.
I. RECOMENDACIÓN:
Adoptar las medidas pertinentes para agilizar la culminación de los procedimientos resarcitorios iniciados por la ASF con motivo de la fiscalización superior de las cuentas públicas de 2001 a 2009. 
b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

Con independencia de los plazos que no pueden reducirse al estar previstos en la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y en otros ordenamientos legales que resultan aplicables de manera supletoria, se han venido implementando acciones para agilizar los procedimientos resarcitorios que ya se encontraban en trámite, así como para los que se lleguen a  iniciar, tales como acordar para una misma fecha de audiencia el desahogo del mayor número de pruebas y diligencias que permitan agotar el periodo de instrucción en un menor tiempo, así como recabar de oficio aquellos elementos de pruebas que resultan indispensables para la resolución de los asuntos, y homologar criterios para la emisión de las resoluciones, con base, entre otras, en las determinaciones emitidas por los órganos jurisdiccionales. 

Asimismo, para alcanzar de mejor manera tales objetivos, se estableció un tablero de control que permite vigilar el cumplimiento de los tiempos que por ley deben mediar entre el cierre de instrucción y la emisión de la resolución correspondiente.

d) Realización de actividades de capacitación.

Se ha impulsado y promovido la capacitación del personal en las áreas y materias requeridas para el desahogo del Procedimiento para el Fincamiento de Responsabilidades Resarcitorias, hasta la emisión de resolución, buscando contar con información actualizada respecto a las tesis y criterios adoptados por las instancias jurisdiccionales, para su aplicación tanto en la emisión de resoluciones, como en la defensa de los intereses de la Auditoría Superior de la Federación ante los Tribunales Federales.

f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional

Se establecieron por Dirección de Área metas y objetivos mensuales y trimestrales para la emisión de resoluciones, así como para la atención de cada uno de los asuntos relativos a las Cuentas Públicas 2007, 2008, 2009 y subsecuentes.
Se cuida mantener un equilibrio en las cargas de trabajo y con ello, procurar la atención y desahogo de las mismas con la debida oportunidad y así optimizar el tiempo de respuesta. En este sentido, se dio prioridad a la Cuenta Pública 2007 y se reasignaron expedientes de esta Cuenta.
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL
I. RECOMENDACIÓN:
Considerar adoptar una regulación para la provisión, a través de concurso de méritos, de los cargos del personal de mandos medios y operativos del CJF que no están cubiertos por el régimen de Carrera Judicial. 

b) Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

El mecanismo de expertos de la OEA verificó en su última visita in situ a México que en el Consejo de la Judicatura Federal no existe norma o lineamiento que regule la selección por concurso de méritos de los servidores públicos (en el caso distintos a los del régimen de carrea judicial). Sin embargo, la Institución ha emitido acuerdos para que se realice tal selección a fin de ocupar las plazas vacantes, evitando con ello la discrecionalidad.

Sobre dicho tema esta Institución realiza un diagnóstico cuya finalidad es determinar el universo de los cargos susceptibles a ser considerados en el esquema de referencia. En una primera fase, se han descartado las categorías que debido a otros mecanismos (exámenes técnico-jurídicos y psicométricos) no entrarían en un concurso de méritos. Asimismo, se han detallado aquellas plazas que se ajustarían a la selección propuesta, tales como las relativas a Mandos Medios y Operativos.
d) Realización de actividades de capacitación

En una segunda fase, se elabora y ejecuta el “Plan Maestro de Capacitación por Competencias y Desarrollo Administrativo”, como una actividad para apoyar la profesionalización de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación y cuyo objetivo primordial es establecer las bases para la organización y funcionamiento del “Sistema de Servicio Profesional de Carrera Administrativa” mediante el desarrollo y actualización de los conocimientos y habilidades necesarios para el eficiente desempeño de los servidores públicos en sus cargos, con el propósito de que dominen los conocimientos y competencias necesarios para realizar funciones, y se establezcan las bases para el ingreso, ascenso y permanencia del personal del Consejo de la Judicatura Federal.
I. RECOMENDACIÓN:
Contar con una plataforma tecnológica que permita analizar la información de las declaraciones patrimoniales presentadas por vía electrónica de tal manera que arroje indicadores que sirvan para iniciar investigaciones por posibles irregularidades. 
f) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
En sesión ordinaria de 7 de noviembre de 2012, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal aprobó diversas disposiciones relacionadas con las presentes recomendaciones. Destaca la relativa a que las declaraciones de situación patrimonial se presenten de manera obligatoria por medios electrónicos.

Derivado de lo anterior, se ordenó la implementación de una plataforma tecnológica para el análisis de la información patrimonial presentada vía electrónica, en aras de eficientar las actividades de revisión y verificación de la situación financiera de los servidores públicos del Consejo de la Judicatura Federal. Asimismo, en sesión ordinaria de 13 de febrero de 2013, el Pleno de esta Institución aprobó las modificaciones al Acuerdo General que reglamenta el procedimiento de responsabilidad administrativa y el seguimiento de la situación patrimonial, en cuya normativa se establece la obligación por parte de los funcionarios de rendir su declaración patrimonial a través de medios electrónicos, lo que permitirá el análisis de la información presentada, mediante el uso de indicadores que detecten posibles irregularidades en lo rendido. Dicha modificación entrará en vigor a partir del 1 de mayo del año en curso.

I. RECOMENDACIÓN:
Adoptar las medidas que estime apropiadas para superar la dificultad relativa a la reticencia de un importante sector de servidores públicos a utilizar los medios electrónicos para la presentación de las declaraciones patrimoniales, incluyendo la consideración de que su utilización sea obligatoria.

f) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
En sesión ordinaria de 7 de noviembre de 2012, El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal aprobó diversas disposiciones relacionadas con las presentes recomendaciones. Destaca la relativa a que las declaraciones de situación patrimonial se presenten de manera obligatoria por medios electrónicos.

Derivado de lo anterior, se ordenó la implementación de una plataforma tecnológica para el análisis de la información patrimonial presentada vía electrónica, en aras de eficientar las actividades de revisión y verificación de la situación financiera de los servidores públicos del Consejo de la Judicatura Federal. Asimismo, en sesión ordinaria de 13 de febrero de 2013, el Pleno de esta Institución aprobó las modificaciones al Acuerdo General que reglamenta el procedimiento de responsabilidad administrativa y el seguimiento de la situación patrimonial, en cuya normativa se establece la obligación por parte de los funcionarios de rendir su declaración patrimonial a través de medios electrónicos, lo que permitirá el análisis de la información presentada, mediante el uso de indicadores que detecten posibles irregularidades en lo rendido. Dicha modificación entrará en vigor a partir del 1 de mayo del año en curso.
I. RECOMENDACIÓN:
Culminar la actualización de los Manuales Generales de Organización; los Manuales Específicos de Organización y de Puestos; y los Manuales de Procedimientos por Área, con los que cuenta el CJF.
d) Realización de actividades de capacitación
 “Plan Maestro de Capacitación por Competencias y Desarrollo Administrativo”, como una actividad para apoyar la profesionalización de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación y cuyo objetivo primordial es establecer las bases para la organización y funcionamiento del “Sistema de Servicio Profesional de Carrera Administrativa.

f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional

La inclusión de observadores sociales en los procedimientos de adjudicación que lleva a cabo el Consejo
g) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas: 
La plataforma señalada para la recepción de las declaraciones patrimoniales

SECCIÓN II: DIFICULTADES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES (RESPONDA ESTA SECCIÓN SÓLO SI SU PAÍS LO CONSIDERA NECESARIO)
a) PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS:

I. RECOMENDACIÓN: 

Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a los conflictos de intereses.
II. MEDIDAS: 
· Promover con base en el Código de Ética de los Servidores Públicos de la APF que cada una de las dependencias y entidades elabore y emita un Código de Conducta específico que delimite la actuación de sus servidores públicos en situaciones concretas, atendiendo a las funciones y actividades propias de cada institución, tal y como lo disponen las normas pertinentes.
Dificultades en la implementación:

a) Falta de capacitación de los servidores públicos que están involucrados en manejar estos temas. 

b) Es necesaria una revisión de los instrumentos jurídicos en la materia, en particular de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y del Código de Ética de la APF para actualizar su contenido a la situación actual de la sociedad mexicana y a las recomendaciones internacionales, tales como establecer más disposiciones para evitar el conflicto de intereses, incluir disposiciones más precisas sobre el fenómeno “revolving door” y trabajar más en la protección a denunciantes.

c) A la par, se deben establecer mecanismos de coordinación de acciones en esta materia entre los tres órdenes y niveles de gobierno. Para el ciudadano la actuación del gobierno es un monolito, y los esfuerzos que se realicen en un nivel u orden de gobierno, poco podrán generar confianza y participación ciudadana si no se ven reforzados con el mismo tipo de actuación en los demás niveles y órdenes de gobierno.
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a la preservación y uso adecuado de los recursos públicos.
II. MEDIDAS:
· Adoptar un sistema de evaluación y seguimiento del cumplimiento de las normas para la elaboración, emisión y contenido de los Códigos de Conducta específicos que deben adoptar las dependencias y entidades de laAPF, al igual que para coadyuvar en su adopción en los términos previstos en los lineamientos emitidos al respecto por la SFP.
Dificultades en la implementación:

a) Falta de capacitación de los servidores públicos que están involucrados en manejar estos temas. 

b) Resulta importante revisar que en una primera etapa existan mecanismos institucionales más allá de los establecidos en los Lineamientos de Integridad y Ética que propicien y premien las conductas congruentes de los servidores públicos con el marco de ética, desde sanciones efectivas hasta incentivos positivos. Orientar y formar a los servidores públicos en ética pública, integridad y cultura de la legalidad es una tarea necesaria, pero el impacto de este tipo de acciones se ve mermado si no tomamos en cuenta el entorno institucional.

c) Aunque las instituciones de la APF efectúan una evaluación anual del cumplimiento de sus Códigos de Conducta de acuerdo a lo establecido en los Lineamientos de Integridad y Ética, haciendo un gran esfuerzo y logrando en muchos casos medir el impacto de las acciones llevadas a cabo en la materia, es necesario que se encuentren metodologías científicamente probadas para medir el impacto de las acciones realizadas en la materia en el comportamiento de los servidores públicos. Una metodología de evaluación universal para todas las dependencias y entidades en la materia nos permitirá realizar más comparaciones e identificar de manera más sencilla mejores prácticas.
b) SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS:

Instrucciones: Siguiendo la estructura temática del informe por país de la Segunda Ronda de análisis, y en relación con cada una de las recomendaciones sobre las que su país quiera reportar las dificultades que haya tenido para su implementación, por favor suministrar la siguiente información:

I. RECOMENDACIÓN: Por favor transcribir el texto de la recomendación que le ha realizado el Comité a su Estado en el informe por país de la Segunda Ronda sobre la cual quiera reportar las dificultades que haya tenido para su implementación:

__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
II. MEDIDAS: Por favor determinar la (s) medida (s) sugerida (s) por el Comité para cumplir la anterior recomendación, o la (s) medida (s) alternativa (s) seleccionada (s) para tal efecto, sobre la (s) que se quiera reportar las dificultades que se hayan tenido para su implementación, e indicar seguidamente de manera breve dichas dificultades. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada al respecto, identificando con precisión la información de dicha página a la que desea remitir: 
__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
c) TERCERA RONDA DE ANÁLISIS:

I. RECOMENDACIÓN: 

Continuar dando atención a la detección e investigación de casos de soborno transnacional, buscando fortalecer las capacidades de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de soborno transnacional, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo. 

II. MEDIDAS: 
Por lo que hace a los casos seguidos contra funcionarios mexicanos como receptores de sobornos por parte de empresas extranjeras, la recepción de la información solicitada por parte del gobierno mexicano vía asistencia jurídica internacional, ha sido escasa lo que provoca el entorpecimiento de las investigaciones respectivas.

La UEIDCSPCAJ, no tiene asignados los recursos humanos y financieros suficientes, para dotar de mayor personal a la FECCSPF, así como el pago de honorarios a docentes expertos en la materia para la capacitación respectiva; no obstante ello dentro de los recursos con que cuenta la Unidad Especializada se ha privilegiado el fortalecimiento de la FECCSPF, actualmente se está trabajando en la implementación de un programa de capacitación de manera interna y se están buscando los mecanismos y convenios idóneos para establecer capacitación específica en materia de cohecho a servidores públicos en el extranjero.
I. RECOMENDACIÓN
Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de enriquecimiento ilícito, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia.
II. MEDIDAS: 
Las averiguaciones previas en que se ha ejercitado acción penal por el delito de enriquecimiento ilícito, es sustancialmente menor al número de asuntos iniciados, debido principalmente a que la descripción del tipo penal, requiere que el servidor público sea quien aclare el legítimo incremento de su patrimonio o bien el origen lícito de los bienes que pudieran determinar el enriquecimiento ilícito.

I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer las normas y medidas para la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros. 

II. MEDIDAS:
· Continuar realizando campañas de concientización y de promoción de la integridad destinadas al sector privado y considerar adoptar medidas tales como elaboración de manuales y guías que orienten a las empresas sobre las buenas prácticas que deban ser implementadas para prevenir la corrupción.
Dificultades en la implementación:

a. La Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas es de reciente publicación, por lo que dada esta situación y los nuevos cambios en la Administración Pública Federal, solo se puede observar que es necesaria una política pública integral para prevenir la corrupción en las contrataciones públicas desde el sector privado, donde las acciones de prevención y sanción se encuentren vinculadas en una misma política pública integral, es decir, que las acciones generadas en temas de prevención de la corrupción en una empresa puedan tener efecto en las sanciones que se le puedan imponer. 
b. Similar al inciso a), la promoción de la implementación de programas de integridad en las empresas resulta una herramienta indispensable, sin embargo, de la misma manera que con la ética pública, los esfuerzos de capacitación y formación en este sentido se verán mermados si no existe un entorno institucional que propicie y premie la actuación íntegra de las empresas, al menos en el corto plazo. En este aspecto es imprescindible tomar en cuenta la realidad particular de las pequeñas y medianas empresas.
c. Otro reto a vencer es la adecuada coordinación de todas las dependencias y entidades para agrupar bajo una misma política pública las acciones que directa o indirectamente afectan la anticorrupción empresarial. Existen diversas instituciones que tienen injerencia en el tema (SFP, COFECO, SAT, PGR, etc.), coordinar su actuación permitirá obtener mejores resultados y lograr un marco integral coherente de prevención de la corrupción desde las empresas.

d) CUARTA RONDA DE ANÁLISIS:
I. RECOMENDACIÓN:
Agilizar la expedición de las “disposiciones reglamentarias del Servicio Profesional de Carrera Ministerial, Policial y Pericial”, que dispone adoptar la nueva ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.
II. MEDIDAS:
Con motivo de la entrada en vigor del Reglamento de la Ley Orgánica, es necesario reestructurar el proyecto que ya se había desarrollado en coordinación con la Dirección General de Análisis Legislativo y Normatividad y la Dirección General del Servicio de Carrera, para atender a la normatividad vigente.

I. RECOMENDACIÓN:
Adoptar las medidas apropiadas para que se pueda aplicar a cabalidad la “buena práctica” relativa a los protocolos para todo el personal sustantivo (incluye averiguación previa, proceso penal y amparo e intervención policial y pericial), y para que se imparta la capacitación necesaria sobre los mismos y se haga el debido seguimiento a su aplicación.
II. MEDIDAS:
· A la fecha la PGR está inmersa en el proceso de reestructuración integral, avalada por el Ejecutivo Federal, motivo por el cual se detuvo la capacitación de algunas Unidades Administrativas, entre ellas la Policía Federal Ministerial y dos Delegaciones Estatales.

· Derivado de las excesivas cargas de trabajo, las delegaciones de Colima, Chiapas y Morelos no iniciaron la capacitación en materia de Protocolos de Actuación. 

I. RECOMENDACIÓN:
Desagregar la información estadística referida a las actividades de prevención de la comisión de conductas ilícitas de carácter federal desarrolladas por la entidad, de tal manera que se pueda establecer claramente cuáles de ellas corresponden a la prevención de actos de corrupción que constituyen delitos federales que son de su competencia.
II. MEDIDAS:
Relativo al fortalecimiento de acciones de prevención al interior de PGR se está en espera de la autorización para iniciar con la aplicación de una estrategia de difusión que incluye el diseño, reproducción y distribución de materiales impresos en todas las unidades administrativas de la Institución.
SECCIÓN III: OTROS AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN (RESPONDA ESTA SECCIÓN SÓLO SI SU PAÍS LO CONSIDERA NECESARIO)
Instrucciones: Siguiendo la estructura temática de la Convención Interamericana contra la Corrupción, y en relación con cada una de las disposiciones de la misma sobre las que su país quiera reportar avances en su implementación, por favor suministrar la siguiente información:

I. DISPOSICIÓN DE LA CONVENCIÓN: Por favor indicar el número del artículo de la Convención y el del párrafo de tal artículo, si fuere del caso, sobre el cual quiera reportar avances en su implementación:

__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
II. MEDIDAS: Por favor describir brevemente las medidas o acciones concretas que se hayan ejecutado en relación con la implementación de la disposición de la Convención antes indicada. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada al respecto, identificando con precisión la información de dicha página a la que desea remitir: 
__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
NOTA: Se repetirían los puntos I y II a los que se refiere la sección III, en relación con cada una de las disposiciones de la Convención sobre las que se quieran reportar avances en su implementación.

ESTRUCTURA TEMÁTICA DE LOS INFORMES POR PAÍS DE LA PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS
1.
NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)

1.1 
Normas de conducta para prevenir conflictos de intereses y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento 

1.2 
Normas de conducta y mecanismos para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos 

1.3 
Medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento 

2. 
SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4 DE LA CONVENCIÓN)

3. ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 y 11 DE LA CONVENCIÓN)

4. 
MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 11 DE LA CONVENCIÓN)

4.1
Mecanismos de participación en general

4.2
Mecanismos para el acceso a la información

4.3
Mecanismos de consulta

4.4
Mecanismos para estimular la participación en la gestión pública

4.5
Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública

5. 
ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ARTÍCULO XIV DE LA CONVENCIÓN)

6. 
AUTORIDADES CENTRALES (ARTÍCULO XVIII DE LA CONVENCIÓN)

7. 
RECOMENDACIONES GENERALES

ESTRUCTURA TEMÁTICA DE LOS INFORMES POR PAÍS DE LA SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS
1. SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)

1.1. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos

1.2. Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado

2. SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN)


3. ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO VI DE LA CONVENCIÓN)
3.1. Tipificación de actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención
3.2. Aplicación de la Convención a otros actos de corrupción no contemplados en la misma, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2
4. RECOMENDACIONES GENERALES
ESTRUCTURA TEMÁTICA DE LOS INFORMES POR PAÍS DE LA TERCERA RONDA DE ANÁLISIS
1. NEGACIÓN O IMPEDIMEMTO DE BENEFICIOS TRIBUTARIOS POR PAGOS QUE SE EFECTÚEN EN VIOLACIÓN DE LA LEGISLACIÓN CONTRA LA CORRUPCIÓN 
(ARTÍCULO III, PÁRRAFO 7 DE LA CONVENCIÓN)

2. PREVENCIÓN DEL SOBORNO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS NACIONALES Y EXTRANJEROS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 10 DE LA CONVENCIÓN)

3. SOBORNO TRANSNACIONAL (ARTÍCULO VIII DE LA CONVENCIÓN

4.  ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO (ARTÍCULO IX DE LA CONVENCIÓN) 

5. NOTIFICACIÓN DE LA TIPIFICACIÓN COMO DELITO DEL SOBORNO TRANSNACIONAL Y EL ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO (ARTÍCULO IX DE LA CONVENCIÓN) 

6. EXTRADICIÓN (ARTÍCULO XIII DE LA CONVENCIÓN)

f) Realización de actividades de fortalecimiento institucional

La inclusión de observadores sociales en los procedimientos de adjudicación que lleva a cabo el Consejo
g) Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas: 
La plataforma señalada para la recepción de las declaraciones patrimoniales

SECCIÓN II: DIFICULTADES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES (RESPONDA ESTA SECCIÓN SÓLO SI SU PAÍS LO CONSIDERA NECESARIO)
e) PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS:

I. RECOMENDACIÓN: 

Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a los conflictos de intereses.
II. MEDIDAS: 
Medida sugerida:

Promover con base en el Código de Ética de los Servidores Públicos de la Administración Pública Federal (APF) que cada una de las dependencias y entidades de la APF elabore y emita un Código de Conducta específico que delimite la actuación de sus servidores públicos en situaciones concretas, atendiendo a las funciones y actividades propias de cada institución, tal y como lo disponen las normas pertinentes.
Dificultades en la implementación:
a) Falta de capacitación de los servidores públicos que están involucrados en manejar estos temas. 

b) Es necesaria una revisión de los instrumentos jurídicos en la materia, en particular de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y del Código de Ética de la APF para actualizar su contenido a la situación actual de la sociedad mexicana y a las recomendaciones internacionales, tales como establecer más disposiciones para evitar el conflicto de intereses, incluir disposiciones más precisas sobre el fenómeno “revolving door” y trabajar más en la protección a denunciantes.

c) A la par, se deben establecer mecanismos de coordinación de acciones en esta materia entre los tres órdenes y niveles de gobierno. Para el ciudadano la actuación del gobierno es un monolito, y los esfuerzos que se realicen en un nivel u orden de gobierno, poco podrán generar confianza y participación ciudadana si no se ven reforzados con el mismo tipo de actuación en los demás niveles y órdenes de gobierno.
I. RECOMENDACIÓN

Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a la preservación y uso adecuado de los recursos públicos.
II. MEDIDAS

Medida sugerida:

Adoptar un sistema de evaluación y seguimiento del cumplimiento de las normas para la elaboración, emisión y contenido de los Códigos de Conducta específicos que deben adoptar las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, al igual que para coadyuvar en su adopción en los términos previstos en los lineamientos emitidos al respecto por la SFP.
Dificultades en la implementación:

a) Falta de capacitación de los servidores públicos que están involucrados en manejar estos temas. 

b) Resulta importante revisar que en una primera etapa existan mecanismos institucionales más allá de los establecidos en los Lineamientos de Integridad y Ética que propicien y premien las conductas congruentes de los servidores públicos con el marco de ética, desde sanciones efectivas hasta incentivos positivos. Orientar y formar a los servidores públicos en ética pública, integridad y cultura de la legalidad es una tarea necesaria, pero el impacto de este tipo de acciones se ve mermado si no tomamos en cuenta el entorno institucional.

c) Aunque las instituciones de la APF efectúan una evaluación anual del cumplimiento de sus Códigos de Conducta de acuerdo a lo establecido en los Lineamientos de Integridad y Ética, haciendo un gran esfuerzo y logrando en muchos casos medir el impacto de las acciones llevadas a cabo en la materia, es necesario que se encuentren metodologías científicamente probadas para medir el impacto de las acciones realizadas en la materia en el comportamiento de los servidores públicos. Una metodología de evaluación universal para todas las dependencias y entidades en la materia nos permitirá realizar más comparaciones e identificar de manera más sencilla mejores prácticas.
f) SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS:

Instrucciones: Siguiendo la estructura temática del informe por país de la Segunda Ronda de análisis, y en relación con cada una de las recomendaciones sobre las que su país quiera reportar las dificultades que haya tenido para su implementación, por favor suministrar la siguiente información:

I. RECOMENDACIÓN: Por favor transcribir el texto de la recomendación que le ha realizado el Comité a su Estado en el informe por país de la Segunda Ronda sobre la cual quiera reportar las dificultades que haya tenido para su implementación:

__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
II. MEDIDAS: Por favor determinar la (s) medida (s) sugerida (s) por el Comité para cumplir la anterior recomendación, o la (s) medida (s) alternativa (s) seleccionada (s) para tal efecto, sobre la (s) que se quiera reportar las dificultades que se hayan tenido para su implementación, e indicar seguidamente de manera breve dichas dificultades. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada al respecto, identificando con precisión la información de dicha página a la que desea remitir: 
__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
g) TERCERA RONDA DE ANÁLISIS:

I. RECOMENDACIÓN: 
Continuar dando atención a la detección e investigación de casos de soborno transnacional, buscando fortalecer las capacidades de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de soborno transnacional, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo. 
II. MEDIDAS: 
Por lo que hace a los casos seguidos contra funcionarios mexicanos como receptores de sobornos por parte de empresas extranjeras, la recepción de la información solicitada por parte del gobierno mexicano vía asistencia jurídica internacional, ha sido escasa lo que provoca el entorpecimiento de las investigaciones respectivas.

La UEIDCSPCAJ, no tiene asignados los recursos humanos y financieros suficientes, para dotar de mayor personal a la FECCSPF, así como el pago de honorarios a docentes expertos en la materia para la capacitación respectiva; no obstante ello dentro de los recursos con que cuenta la Unidad Especializada se ha privilegiado el fortalecimiento de la FECCSPF, actualmente se está trabajando en la implementación de un programa de capacitación de manera interna y se están buscando los mecanismos y convenios idóneos para establecer capacitación específica en materia de cohecho a servidores públicos en el extranjero.
I. RECOMENDACIÓN
Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de enriquecimiento ilícito, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia.
II. MEDIDAS: 
Las averiguaciones previas en que se ha ejercitado acción penal por el delito de enriquecimiento ilícito, es sustancialmente menor al número de asuntos iniciados, debido principalmente a que la descripción del tipo penal, requiere que el servidor público sea quien aclare el legítimo incremento de su patrimonio o bien el origen lícito de los bienes que pudieran determinar el enriquecimiento ilícito.

I. RECOMENDACIÓN
Fortalecer las normas y medidas para la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros. 
II. MEDIDAS ADOPTADAS
Medida sugerida:

Continuar realizando campañas de concientización y de promoción de la integridad destinadas al sector privado y considerar adoptar medidas tales como elaboración de manuales y guías que orienten a las empresas sobre las buenas prácticas que deban ser implementadas para prevenir la corrupción.

Dificultades en la implementación:
d. La Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas es de reciente publicación, por lo que dada esta situación y los nuevos cambios en la Administración Pública Federal, solo se puede observar que es necesaria una política pública integral para prevenir la corrupción en las contrataciones públicas desde el sector privado, donde las acciones de prevención y sanción se encuentren vinculadas en una misma política pública integral, es decir, que las acciones generadas en temas de prevención de la corrupción en una empresa puedan tener efecto en las sanciones que se le puedan imponer. 

e. Por otro lado, esta misma ley no contempla la responsabilidad legal de personas morales, por lo que es necesario revisar si esta ley es suficiente para dar pasos firmes en esta materia.

f. Similar al inciso a), la promoción de la implementación de programas de integridad en las empresas resulta una herramienta indispensable, sin embargo, de la misma manera que con la ética pública, los esfuerzos de capacitación y formación en este sentido se verán mermados si no existe un entorno institucional que propicie y premie la actuación íntegra de las empresas, al menos en el corto plazo. En este aspecto es imprescindible tomar en cuenta la realidad particular de las pequeñas y medianas empresas.

g. Otro reto a vencer es la adecuada coordinación de todas las dependencias y entidades para agrupar bajo una misma política pública las acciones que directa o indirectamente afectan la anticorrupción empresarial. Existen diversas instituciones que tienen injerencia en el tema (SFP, COFECO, SAT, PGR, etc.), coordinar su actuación permitirá obtener mejores resultados y lograr un marco integral coherente de prevención de la corrupción desde las empresas.

h) CUARTA RONDA DE ANÁLISIS:
I. RECOMENDACIÓN: 

Agilizar la expedición de las “disposiciones reglamentarias del Servicio Profesional de Carrera Ministerial, Policial y Pericial”, que dispone adoptar la nueva ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
Con motivo de la entrada en vigor del Reglamento de la Ley Orgánica, es necesario reestructurar el proyecto que ya se había desarrollado en coordinación con la Dirección General de Análisis Legislativo y Normatividad y la Dirección General del Servicio de Carrera, para atender a la normatividad vigente.

I. RECOMENDACIÓN: 
Adoptar las medidas apropiadas para que se pueda aplicar a cabalidad la “buena práctica” relativa a los protocolos para todo el personal sustantivo (incluye averiguación previa, proceso penal y amparo e intervención policial y pericial), y para que se imparta la capacitación necesaria sobre los mismos y se haga el debido seguimiento a su aplicación.
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
· A la fecha la PGR está inmersa en el proceso de reestructuración integral, avalada por el Ejecutivo Federal, motivo por el cual se detuvo la capacitación de algunas Unidades Administrativas, entre ellas la Policía Federal Ministerial y dos Delegaciones Estatales.

· Derivado de las excesivas cargas de trabajo, las delegaciones de Colima, Chiapas y Morelos no iniciaron la capacitación en materia de Protocolos de Actuación. 

I. RECOMENDACIÓN: 
Desagregar la información estadística referida a las actividades de prevención de la comisión de conductas ilícitas de carácter federal desarrolladas por la entidad, de tal manera que se pueda establecer claramente cuáles de ellas corresponden a la prevención de actos de corrupción que constituyen delitos federales que son de su competencia.
II. MEDIDAS ADOPTADAS:
Relativo al fortalecimiento de acciones de prevención al interior de PGR se está en espera de la autorización para iniciar con la aplicación de una estrategia de difusión que incluye el diseño, reproducción y distribución de materiales impresos en todas las unidades administrativas de la Institución.

SECCIÓN II: DIFICULTADES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES (RESPONDA ESTA SECCIÓN SÓLO SI SU PAÍS LO CONSIDERA NECESARIO)
i) PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS:

I. RECOMENDACIÓN: 

Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a los conflictos de intereses.
II. MEDIDAS: 
· Promover con base en el Código de Ética de los Servidores Públicos de la APF que cada una de las dependencias y entidades elabore y emita un Código de Conducta específico que delimite la actuación de sus servidores públicos en situaciones concretas, atendiendo a las funciones y actividades propias de cada institución, tal y como lo disponen las normas pertinentes.
Dificultades en la implementación:

a. Falta de capacitación de los servidores públicos que están involucrados en manejar estos temas. 

b. Es necesaria una revisión de los instrumentos jurídicos en la materia, en particular de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y del Código de Ética de la APF para actualizar su contenido a la situación actual de la sociedad mexicana y a las recomendaciones internacionales, tales como establecer más disposiciones para evitar el conflicto de intereses, incluir disposiciones más precisas sobre el fenómeno “revolving door” y trabajar más en la protección a denunciantes.

c. A la par, se deben establecer mecanismos de coordinación de acciones en esta materia entre los tres órdenes y niveles de gobierno. Para el ciudadano la actuación del gobierno es un monolito, y los esfuerzos que se realicen en un nivel u orden de gobierno, poco podrán generar confianza y participación ciudadana si no se ven reforzados con el mismo tipo de actuación en los demás niveles y órdenes de gobierno.
I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer la implementación de normas jurídicas y códigos de conducta con respecto a la preservación y uso adecuado de los recursos públicos.
II. MEDIDAS:
· Adoptar un sistema de evaluación y seguimiento del cumplimiento de las normas para la elaboración, emisión y contenido de los Códigos de Conducta específicos que deben adoptar las dependencias y entidades de laAPF, al igual que para coadyuvar en su adopción en los términos previstos en los lineamientos emitidos al respecto por la SFP.
Dificultades en la implementación:

a) Falta de capacitación de los servidores públicos que están involucrados en manejar estos temas. 

b) Resulta importante revisar que en una primera etapa existan mecanismos institucionales más allá de los establecidos en los Lineamientos de Integridad y Ética que propicien y premien las conductas congruentes de los servidores públicos con el marco de ética, desde sanciones efectivas hasta incentivos positivos. Orientar y formar a los servidores públicos en ética pública, integridad y cultura de la legalidad es una tarea necesaria, pero el impacto de este tipo de acciones se ve mermado si no tomamos en cuenta el entorno institucional.

c) Aunque las instituciones de la APF efectúan una evaluación anual del cumplimiento de sus Códigos de Conducta de acuerdo a lo establecido en los Lineamientos de Integridad y Ética, haciendo un gran esfuerzo y logrando en muchos casos medir el impacto de las acciones llevadas a cabo en la materia, es necesario que se encuentren metodologías científicamente probadas para medir el impacto de las acciones realizadas en la materia en el comportamiento de los servidores públicos. Una metodología de evaluación universal para todas las dependencias y entidades en la materia nos permitirá realizar más comparaciones e identificar de manera más sencilla mejores prácticas.
j) SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS:

Instrucciones: Siguiendo la estructura temática del informe por país de la Segunda Ronda de análisis, y en relación con cada una de las recomendaciones sobre las que su país quiera reportar las dificultades que haya tenido para su implementación, por favor suministrar la siguiente información:

I. RECOMENDACIÓN: Por favor transcribir el texto de la recomendación que le ha realizado el Comité a su Estado en el informe por país de la Segunda Ronda sobre la cual quiera reportar las dificultades que haya tenido para su implementación:

__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
II. MEDIDAS: Por favor determinar la (s) medida (s) sugerida (s) por el Comité para cumplir la anterior recomendación, o la (s) medida (s) alternativa (s) seleccionada (s) para tal efecto, sobre la (s) que se quiera reportar las dificultades que se hayan tenido para su implementación, e indicar seguidamente de manera breve dichas dificultades. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada al respecto, identificando con precisión la información de dicha página a la que desea remitir: 
__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
k) TERCERA RONDA DE ANÁLISIS:

I. RECOMENDACIÓN: 

Continuar dando atención a la detección e investigación de casos de soborno transnacional, buscando fortalecer las capacidades de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de soborno transnacional, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo. 

II. MEDIDAS: 
Por lo que hace a los casos seguidos contra funcionarios mexicanos como receptores de sobornos por parte de empresas extranjeras, la recepción de la información solicitada por parte del gobierno mexicano vía asistencia jurídica internacional, ha sido escasa lo que provoca el entorpecimiento de las investigaciones respectivas.

La UEIDCSPCAJ, no tiene asignados los recursos humanos y financieros suficientes, para dotar de mayor personal a la FECCSPF, así como el pago de honorarios a docentes expertos en la materia para la capacitación respectiva; no obstante ello dentro de los recursos con que cuenta la Unidad Especializada se ha privilegiado el fortalecimiento de la FECCSPF, actualmente se está trabajando en la implementación de un programa de capacitación de manera interna y se están buscando los mecanismos y convenios idóneos para establecer capacitación específica en materia de cohecho a servidores públicos en el extranjero.
I. RECOMENDACIÓN
Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de enriquecimiento ilícito, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia.
II. MEDIDAS: 
Las averiguaciones previas en que se ha ejercitado acción penal por el delito de enriquecimiento ilícito, es sustancialmente menor al número de asuntos iniciados, debido principalmente a que la descripción del tipo penal, requiere que el servidor público sea quien aclare el legítimo incremento de su patrimonio o bien el origen lícito de los bienes que pudieran determinar el enriquecimiento ilícito.

I. RECOMENDACIÓN:
Fortalecer las normas y medidas para la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros. 

II. MEDIDAS:
· Continuar realizando campañas de concientización y de promoción de la integridad destinadas al sector privado y considerar adoptar medidas tales como elaboración de manuales y guías que orienten a las empresas sobre las buenas prácticas que deban ser implementadas para prevenir la corrupción.
Dificultades en la implementación:

h. La Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas es de reciente publicación, por lo que dada esta situación y los nuevos cambios en la Administración Pública Federal, solo se puede observar que es necesaria una política pública integral para prevenir la corrupción en las contrataciones públicas desde el sector privado, donde las acciones de prevención y sanción se encuentren vinculadas en una misma política pública integral, es decir, que las acciones generadas en temas de prevención de la corrupción en una empresa puedan tener efecto en las sanciones que se le puedan imponer. 
i. Similar al inciso a), la promoción de la implementación de programas de integridad en las empresas resulta una herramienta indispensable, sin embargo, de la misma manera que con la ética pública, los esfuerzos de capacitación y formación en este sentido se verán mermados si no existe un entorno institucional que propicie y premie la actuación íntegra de las empresas, al menos en el corto plazo. En este aspecto es imprescindible tomar en cuenta la realidad particular de las pequeñas y medianas empresas.
j. Otro reto a vencer es la adecuada coordinación de todas las dependencias y entidades para agrupar bajo una misma política pública las acciones que directa o indirectamente afectan la anticorrupción empresarial. Existen diversas instituciones que tienen injerencia en el tema (SFP, COFECO, SAT, PGR, etc.), coordinar su actuación permitirá obtener mejores resultados y lograr un marco integral coherente de prevención de la corrupción desde las empresas.

l) CUARTA RONDA DE ANÁLISIS:
I. RECOMENDACIÓN:
Agilizar la expedición de las “disposiciones reglamentarias del Servicio Profesional de Carrera Ministerial, Policial y Pericial”, que dispone adoptar la nueva ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.
II. MEDIDAS:
Con motivo de la entrada en vigor del Reglamento de la Ley Orgánica, es necesario reestructurar el proyecto que ya se había desarrollado en coordinación con la Dirección General de Análisis Legislativo y Normatividad y la Dirección General del Servicio de Carrera, para atender a la normatividad vigente.

I. RECOMENDACIÓN:
Adoptar las medidas apropiadas para que se pueda aplicar a cabalidad la “buena práctica” relativa a los protocolos para todo el personal sustantivo (incluye averiguación previa, proceso penal y amparo e intervención policial y pericial), y para que se imparta la capacitación necesaria sobre los mismos y se haga el debido seguimiento a su aplicación.
II. MEDIDAS:
· A la fecha la PGR está inmersa en el proceso de reestructuración integral, avalada por el Ejecutivo Federal, motivo por el cual se detuvo la capacitación de algunas Unidades Administrativas, entre ellas la Policía Federal Ministerial y dos Delegaciones Estatales.

· Derivado de las excesivas cargas de trabajo, las delegaciones de Colima, Chiapas y Morelos no iniciaron la capacitación en materia de Protocolos de Actuación. 

I. RECOMENDACIÓN:
Desagregar la información estadística referida a las actividades de prevención de la comisión de conductas ilícitas de carácter federal desarrolladas por la entidad, de tal manera que se pueda establecer claramente cuáles de ellas corresponden a la prevención de actos de corrupción que constituyen delitos federales que son de su competencia.
II. MEDIDAS:
Relativo al fortalecimiento de acciones de prevención al interior de PGR se está en espera de la autorización para iniciar con la aplicación de una estrategia de difusión que incluye el diseño, reproducción y distribución de materiales impresos en todas las unidades administrativas de la Institución.
SECCIÓN III: OTROS AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN (RESPONDA ESTA SECCIÓN SÓLO SI SU PAÍS LO CONSIDERA NECESARIO)
Instrucciones: Siguiendo la estructura temática de la Convención Interamericana contra la Corrupción, y en relación con cada una de las disposiciones de la misma sobre las que su país quiera reportar avances en su implementación, por favor suministrar la siguiente información:

I. DISPOSICIÓN DE LA CONVENCIÓN: Por favor indicar el número del artículo de la Convención y el del párrafo de tal artículo, si fuere del caso, sobre el cual quiera reportar avances en su implementación:

__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
II. MEDIDAS: Por favor describir brevemente las medidas o acciones concretas que se hayan ejecutado en relación con la implementación de la disposición de la Convención antes indicada. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada al respecto, identificando con precisión la información de dicha página a la que desea remitir: 
__________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________
NOTA: Se repetirían los puntos I y II a los que se refiere la sección III, en relación con cada una de las disposiciones de la Convención sobre las que se quieran reportar avances en su implementación.

ESTRUCTURA TEMÁTICA DE LOS INFORMES POR PAÍS DE LA PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS
1.
NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)

1.1 
Normas de conducta para prevenir conflictos de intereses y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento 

1.2 
Normas de conducta y mecanismos para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos 

1.3 
Medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento 

2. 
SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4 DE LA CONVENCIÓN)

3. ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 y 11 DE LA CONVENCIÓN)

4. 
MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 11 DE LA CONVENCIÓN)

4.1
Mecanismos de participación en general

4.2
Mecanismos para el acceso a la información

4.3
Mecanismos de consulta

4.4
Mecanismos para estimular la participación en la gestión pública

4.5
Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública

5. 
ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ARTÍCULO XIV DE LA CONVENCIÓN)

6. 
AUTORIDADES CENTRALES (ARTÍCULO XVIII DE LA CONVENCIÓN)

7. 
RECOMENDACIONES GENERALES

ESTRUCTURA TEMÁTICA DE LOS INFORMES POR PAÍS DE LA SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS
5. SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)

5.1. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos

5.2. Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado

6. SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN)


7. ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO VI DE LA CONVENCIÓN)
7.1. Tipificación de actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención
7.2. Aplicación de la Convención a otros actos de corrupción no contemplados en la misma, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2
8. RECOMENDACIONES GENERALES
ESTRUCTURA TEMÁTICA DE LOS INFORMES POR PAÍS DE LA TERCERA RONDA DE ANÁLISIS
7. NEGACIÓN O IMPEDIMEMTO DE BENEFICIOS TRIBUTARIOS POR PAGOS QUE SE EFECTÚEN EN VIOLACIÓN DE LA LEGISLACIÓN CONTRA LA CORRUPCIÓN 
(ARTÍCULO III, PÁRRAFO 7 DE LA CONVENCIÓN)

8. PREVENCIÓN DEL SOBORNO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS NACIONALES Y EXTRANJEROS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 10 DE LA CONVENCIÓN)

9. SOBORNO TRANSNACIONAL (ARTÍCULO VIII DE LA CONVENCIÓN

10.  ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO (ARTÍCULO IX DE LA CONVENCIÓN) 

11. NOTIFICACIÓN DE LA TIPIFICACIÓN COMO DELITO DEL SOBORNO TRANSNACIONAL Y EL ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO (ARTÍCULO IX DE LA CONVENCIÓN) 

12. EXTRADICIÓN (ARTÍCULO XIII DE LA CONVENCIÓN)
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�. Esta sección se incluye en desarrollo de lo acordado por el Comité en su decimoséptima reunión, celebrada del 13 al 16 de septiembre de 2010.


� En el derecho positivo mexicano, abrogación es la supresión total de la vigencia y por tanto, de la obligatoriedad de una ley. 





